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INTRODUCCIÓN 

El tema relacionado al Análisis técnico jurídico de la legítima defensa personal 

y el fenómeno social de la violencia de género, abarca un estudio dentro de la línea 

de investigación referente a Inclusión Social del Estado, Políticas Públicas y 

Ciudadanía, siendo importante destacar el problema de fondo y no simplemente el 

Resultado, en virtud que la Violencia de género se desarrolla a consecuencia de 

una Cultura machista. La sub línea de investigación  refleja el desarrollo productivo 

sostenible con el respaldo de la legislación vigente en relación al derecho, con  

diferentes alternativas jurídicas. Las líneas y sub líneas de investigación se adecuan 

a las normativas exigidas por la unidad de titulación de la facultad de derecho de la 

universidad de Guayaquil. 

 

La cultura machista descrita está dentro de un entorno socio económico 

marginal, por lo que para contrarrestar este fenómeno es preciso apuntar a las áreas 

marginales para aplicar métodos de enseñanza y culturización, en donde la misma 

sociedad debe ser partícipe ya que para el Estado resulta imposible erradicar este 

fenómeno social. 

 

Básicamente este es el marco Jurídico en que se Sustentan el Objetivo General 

en la Estructura del Tema de Titulación enmarcado en lo establecido en los arts. 33 

del Código Integral Penal respecto a la Legitima Defensa Personal como Eximente 

de Responsabilidad Penal, que es el caso a exponer y analizar. 

 

El planteamiento del problema debe estar inmerso en el conocimiento de la 

Constitución, Leyes, Convenios Internacionales, Jurisprudencia, Doctrina a fin de 

poder enfocar la problemática y buscar soluciones a futuro, siendo mi Deber como 

Futura Abogada Buscar el bienestar en el respeto de los Bienes Jurídicos protegidos 

por el Estado. 

 

En la presente investigación se detalla la Estrategia y técnica para defender, en 

donde se propuso como teoría la Eximente de responsabilidad Penal por legítima 
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defensa personal según lo establece el art. 24 y 33 del Código Orgánico Integral 

Penal. Legítima defensa en donde la victima paso a ser victimario; y, la victimaria 

Victima, lo que originó una Sentencia Absolutoria. 

 

 

En el capítulo Uno se establece el problemas suscitado, del porque su estudio, 

los antecedente descritos y la respectiva justificación, además de plantear los 

objetivos trazados en la investigación. 

 

En el capítulo Dos se establece un marco teórico donde se especifica todos las 

definiciones presentada en la investigación referente a antijuridicidad material, el 

alcance que se posee, la causa de justificación, la legítima defensa, sus elementos 

bases de la legitima defensa, además de temas relacionados con la agresión real e 

ilegítima y su el exceso en la legítima defensa.  

 

En el capítulo tres se establece un marco normativo donde se relacionan temas 

directos al apego legal como son la antijuridicidad en el COIP, temas relacionados 

al derecho comparado, temas de otros países como la legítima defensa en 

Colombia, y la sentencia en materia penal, la legítima defensa en las demás 

legislaciones de Perú y España. 

 

En el capítulo cuarto se analiza la metodología utilizada en la investigación 

además de los temas directos de casos presentados en la fiscalía y que tiene 

sentencia ejecutoriada, se establece el caso y se hace un preámbulo de la justicia 

presentada, además de los métodos de estudio descritos. 

 

En el último capítulo quinto se hace una propuesta que describe el análisis de 

la normativa y de sus principales inconvenientes para que estos tengan una 

oportunidad de solución más justa, además de las conclusiones y recomendaciones 

relacionadas con el tema de estudio y su aplicabilidad. 
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CAPÍTULO I 

1. PROBLEMA 

1.1. ANTECEDENTES 

El día 1 de Febrero del 2014 en las primeras horas, en circunstancias que la 

Señora MARIELA PRISCILA JIMENEZ CALLE se encontraba descansando en su 

domicilio ubicado en las calles 24va. Entre Sedalana y Oriente en compañía de sus 

2 infantes hijos, llega al domicilio en estado de ebriedad y con el arma del estado el 

policía Cabo GALO PADILLA PICO conviviente de Mariela Priscila Calle, abriéndole 

la puerta el señor José Orozco Lorente quien se encontraba reposando en la sala 

del domicilio (hermano de crianza de Priscila). 

Cuando se ingresa al dormitorio el señor PADILLA PICO en donde se 

encontraba Mariela y sus 2 hijos menores de edad, este comienza agredirla 

verbalmente y posterior a proceder a golpearla quien indefensa no pudo hacer nada, 

el señor Padilla saca entre sus ropas el arma de dotación que en esos momentos 

estaba impedido de portar porque estaba franco, procede a amenazar la vida de 

Mariela y sus hijos, y está en una reacción espontánea y normal comienza a 

forcejear con el agresor para impedir se lesione su integridad física y la de sus hijos, 

desafortunadamente y en forma accidental el arma se dispara, impactando el 

disparo en la humanidad del Cabo Padilla. 

En esos momentos es auxiliado por el hermano de crianza de Priscila Jose 

Orozco Lorente, quien llama inmediatamente al 911 para que envíen una 

ambulancia, como sucedió, recogiendo el arma y entregándosela a un vecino 

propietario de la vivienda quien presencia parte de los hechos. Estos son los hechos 
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circunstanciales que motivaron la Imputación en primer momento; y en la que se 

estableció la Figura de la Legitima Defensa personal como teoría del Caso. 

Con base a estos hechos circunstanciales la Fiscalía Imputa el Delito de 

Homicidio, iniciándose el proceso penal, ordenado se diligencias procesales de 

cargo y de descargo, lo que origino que la fiscalía en la etapa intermedia Acuse el 

Delito de HOMICIDIO EN RIÑA (ART. 561 CP) lo que es acogido por el Juez de 

Primer Nivel, llamándose a juicio a los procesados. 

En la etapa de Juzgamiento en donde se cumplió con la incorporación, práctica 

y producción de pruebas establecidas como anticipos jurisdiccionales, se estableció 

conforme a Derecho la Materialidad de la Infracción lo que no fue controvertido por 

la defensa de los procesados, no así el Nexo de causalidad en cuanto a la 

culpabilidad de los acusados quienes en ningún momento tuvieron la voluntad y el 

conocimiento de la antijuridicidad de lo que ocurrió. 

En virtud que el incidente suscitado en la vivienda de Mariela Jiménez Calle fue 

provocado por el agresor quien desafortunadamente termina siendo herido en un 

forcejeo con Mariela disparándose accidentalmente el arma de dotación de la 

policía, que en esos momentos estaba impedido de tener en su poder. El tribunal 

penal en forma arbitraria y deliberada analiza y valora los medios de prueba lo que 

contribuyo para la violación al Debido proceso, al Sentenciarse a MARIELA 

PRISCILA JIMENEZ CALLE a 10 años de Privación de la Libertad conforme lo 

establece el art. 144 del Código Integral Penal. 

La sentencia Violatoria al Debido proceso y a elementales normas procesales 

es impugnada ante el Superior quienes al Valorar la Prueba, advierten que existió 

la Legítima Defensa Personal por parte de Priscila Jiménez Calle quien actuó en 
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defensa de su vida y la de sus hijos menores, REVOCANDOSE LA SENTENCIA y 

conservando el estado de inocencia de Priscila Jiménez Calle después de 17 meses 

de haber permanecido a privada de su libertad injustamente, lo que ameritaba una 

Reparación por parte del Estado. 

Dentro del análisis normativo y aplicación de la ley, la Sala Observo para la 

revocatoria de la Sentencia lo siguiente: 

El Agresor en primer momento fue el Cabo de Policía GALO PADILLA PICO 

quien visito el hogar de su conveniente quien se encontraba descansando con sus 

2 infantes hijos. 

El señor Padilla concurrió al lugar de los hechos en estado de Ebriedad y en 

Tenencia del arma de Dotación que debió haberla dejado en el reparto tal como 

exigen los reglamentos internos de la Policía, sin embargo no lo hizo. El señor 

Padilla agredió físicamente a Mariela para posteriormente intentar utilizar el arma a 

fin de lesionar su integridad física y porque no decir la de sus infantes hijos. 

En una reacción espontánea y natural Mariela forcejea con su conviviente y 

accidentalmente el arma se dispara impactando en la Humanidad del señor Padilla 

quien fallece. Al realizarse la prueba pericial de Parafina se obtuvo negativo en las 

2 manos de Mariela lo que implicaba que el arma siempre estuvo sostenida por la 

víctima. 

Los demás medios de prueba ayudaron a establecer que el Perfil del señor 

Padilla era de Agresor, lo cual estaba reflejado en su hoja de vida laboral en la 

Policía Nacional y a reforzar pruebas d descargo que dieron lugar a la Revocatoria 

de la Sentencia de Primera Instancia. 
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1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

El tema a desarrollarse es una problemática que se está dando en forma 

continua dentro de la Sociedad Ecuatoriana, constituyéndose en un fenómeno de 

carácter Social, en donde la Violencia de Género se ha expandido dentro de una 

Cultura Machista, desarrollando conductas penales que lesionan Bienes jurídicos 

protegidos por la Constitución y la ley como es el Derecho a la Vida y la Integridad 

física, a través de acciones delictuosas como el Asesinato, El Femicidio, Sicariatos, 

Lesiones, Atentados Físicos y Psicológicos, Agresiones Fiscas, etc. 

El Fenómeno delictual en el Ecuador se ha venido perfeccionando en la última 

década, asumiendo el modus operandi desarrollados en otros países vecinos, es 

Así que el Femicidio como conducta penalmente relevante que lesiona el bien 

Jurídico a la vida con la particularidad que la víctima es parte del Núcleo familiar y 

se origina en las relaciones conyugales, figura delictiva que es una innovación en la 

actual Dogmática penal en cuanto esta figura delictiva no se encontraba prescrita 

en la legislación penal anterior. 

 En igual sentido la Conducta del Sicariato figura Jurídica que se desarrolla en 

Colombia y se traslada a nuestro País hace una década, en la que el Asesinato 

paso a ser un medio para obtener réditos económicos de parte de quien comete el 

delito; y, por último los atentados físicos y psicológicos que se dan dentro del núcleo 

familiar en la que nuestra Constitución y Ley le han dado preponderancia por ser un 

mal endémico que se desarrolla dentro del núcleo familiar. 

Si bien es cierto que el planteamiento del problema es la legítima defensa 

personal como Exención de responsabilidad Penal, la problemática se subsume 
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dentro de los diversos tipos penales y en particular los que se han mencionado, por 

lo que es preciso analizar en lo posterior los elementos Normativos, Subjetivos y 

objetivos del tema propuesto. 

Tanto la Constitución de la República del Ecuador del año 2008, las leyes 

procesales penales, consideran la Vida como un Bien Jurídico Primigenio recogido 

esto en los Tratados Internacionales reconocidos por el Ecuador, en la que 

consideran a determinadas grupo de personas de Doble Vulnerabilidad y de 

atención prioritaria, desarrollando para el efecto medidas de protección las que no 

han sido suficiente para contrarrestar esta problemática, por lo que es necesario 

desarrollar políticas públicas y reformas a la Ley para evitar se siga propagando 

este fenómeno social. 

Desde mi punto de vista y del análisis del problema que se ha planteado en el 

tema a desarrollar, creo necesario proponer diversos puntos estratégicos a tratar 

como: 

a) Realizar encuestas en los sectores marginales donde se evidencia la falta de 

cultura, educación y necesidades de tipo económico en donde el fenómeno 

criminal se evidencia constantemente, a fin de ejercer acciones que 

contrarresten estos problemas de fondo, en virtud que el fenómeno criminal 

se da dentro de una teoría de equivalencia de condiciones. 

b) Proponer proyectos de educación, cultura y deporte en las áreas marginales 

donde se da con frecuencia el fenómeno criminal. 

c) Consensuar con los diferentes órganos seccionales la aplicación de 

ordenanzas, leyes y reglamentos para que sean analizados y en lo posible 

aplicados a través de políticas de estado. 
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El planteamiento del problema se sustentara en el análisis de un acontecimiento 

delictuoso, suscitado en el mes de Febrero del 2014, en la que se origina la muerte 

de un ciudadano por parte de su conviviente, quien al forcejear con el occiso este 

se dispara accidentalmente y se produce su fallecimiento, por lo que se imputa a la 

Conviviente del occiso y a un familiar de ella que se encontraba en el interior del 

domicilio cuando sucedieron los hechos, es decir se imputo a una persona que no 

tuvo injerencia en el hecho y a la persona que se defendió del ataque de su agresor. 

Debiendo indicar que la actuación de la imputada fue una reacción de legítima 

defensa en virtud que su vida y la de sus hijos menores corrían peligro muerte 

también, por cuanto el occiso se encontraba armado al momento del incidente. 

1.3. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA 

Los delitos contra la integridad física han dejado secuelas y resultados fatales, 

causando una conmoción en la sociedad y destrucción en los hogares, esto se ve 

reflejado a diario a través de los medios de información televisiva o escrita y por las 

redes sociales que en la actualidad es el medio que más se utiliza, llegando al 

extremo de ser observadores de estas aberraciones humanas que han afectado 

incluso psicológicamente. 

En el caso o tema propuesto se analizara además la forma deliberada de 

violentar el debido proceso en cuanto al principio de proporcionalidad, congruencia 

y racionalidad, principios que dentro de la administración de justicia son una utopía 

ya que rara la vez o casi ninguna los administradores de justicia consideran estos 

principios que se sustentan bajo la columna vertebral del debido proceso. 
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En la audiencia de flagrancia y de formulación de cargos se califica el hecho 

punible como homicidio; en la etapa intermedia se califica el injusto penal como 

homicidio en riña; en la etapa de juicio se sentencia como homicidio conforme a lo 

establecido en el art. 144 del COIP; y, en la etapa de Impugnación se revoca la 

sentencia manteniendo el estado de inocencia de la sentenciada. Siendo evidente 

la transgresión al principio de Congruencia. 

1.4. OBJETIVOS GENERALES Y ESPECÍFICOS 

1.4.1. Objetivo general 

Determinar un análisis técnico jurídico la Legítima Defensa Personal y el 

Fenómeno Social de la violencia de género a efectos de que la Administración de 

Justicia cumpla con su Rol de aplicar la Ley conforme a la Constitución y los 

Convenios Internacionales de Derechos Humanos en donde la Seguridad Jurídica 

sea el pilar y la Base en la Administración de Justicia.  

1.4.2. Objetivo específico 

Describir las Medidas de Protección que salvaguarden la Integridad de la 

Victima considerada de atención Prioritaria y de Doble Vulnerabilidad. 

Diseñar una política Estatal en la Cultura de Genero en la Sociedad a través de 

asistencia Social, Cultural y Educativa a hogares considerados disfuncionales, bajo 

parámetros de Estudios técnicos. 

Promover la Igualdad de Género a través de la difusión de propagandas y 

proyectos en la Legítima Defensa Personal y el Fenómeno Social de la violencia en 

la Administración de Justicia. 
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1.5. METODOLOGÍA A EMPLEARSE 

Los métodos a utilizarse en la presente Investigación son los Teóricos, empírico 

y documental. El método Empírico, tiene como base la observación y análisis 

científico, el estudio y análisis documental, y el estudio doctrinal de teóricos en el 

Derecho. Respecto a la metodología científica esta direccionada a la problemática 

que se contrae a lo establecido en los Art. 24 y 33 del Código Orgánico Integral 

Penal, como la aplicación a los principios de Congruencia, racionalidad y 

ponderación. El método Documental, se lo realiza mediante la recopilación de 

información sobre el tema como Libros Jurídicos, Leyes, Constitución, 

Jurisprudencia, Doctrina, etc. 
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CAPÍTULO II 

2. MARCO TEÓRICO 

2.1. ANTIJURIDICIDAD MATERIAL 

La consideración de una conducta como antijuridicidad se decide en función de 

todo el ordenamiento, pues es posible que para determinar si concurre o no una 

causa de justificación (que excluiría la antijuridicidad) haya que acudir a normas no 

penales. Así por ejemplo, para determinar si el hecho no es antijurídico por haberse 

realizado en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, 

oficio o cargo (artículo 20.7 del Código Penal), habrá que atender a la concreta 

regulación del deber, derecho, oficio o cargo de que se trate. (Hava, 2013). 

El tratadista ROXIN señala respecto a la antijuridicidad material: “El derecho 

penal debe limitarse a la protección de bienes jurídicos, la preservación de la norma 

moral como tal no es la misión del derecho penal”. 

En atención a lo indicado debo señalar que la antijuridicidad material radica en 

que debe existir un peligro o resultado lesivo a un bien jurídico tutelado por la norma, 

a efectos de que la conducta penalmente relevante se adecue al tipo, pero si no hay 

peligro ni lesión a un bien jurídico no existe antijuridicidad, es decir que la 

antijuridicidad se sustenta en la protección al bien jurídico en peligro o con 

resultados lesivos. La antijuridicidad está relacionada al campo penal, por lo que no 

se puede establecer que en toda norma jurídica se verifica esta figura jurídica que 

pertenece al campo penal exclusivamente. 

No puede considerarse como antijurídico el que un funcionario público reciba 

una canasta de navidad como gesto de gratitud por parte del usuario agradecido, 
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no obstante que dicha conducta podría describir el acto típico antijurídico del 

cohecho, en virtud que no existe peligro ni lesión al bien jurídico tutelado. 

En el derecho penal tradicional, el principio fundamental sobre el que se 

fundamenta el ejercicio del poder punitivo del Estado es el principio de legalidad, en 

virtud del cual el único requisito para la habilitación del sistema penal es la vigencia 

previa de la norma. En el Estado legal la ley determina la autoridad, la estructura de 

poder y el contenido de las normas, en este caso las penales, dejando al arbitrio del 

legislador cuándo y cómo prohibir. En tanto que en el Estado constitucional es la 

constitución la que determina el contenido de la ley y el ejercicio de la autoridad. En 

el Estado legal era el legislador el que condicionaba el contenido de la norma; en el 

Estado constitucional es la constitución la que condiciona al legislador en su 

actividad creadora de las leyes. (Ávila, 2011) 

El principio de legalidad es el fundamento de nuestro ordenamiento jurídico y lo 

encontramos inmerso dentro de las Garantías básicas del Debido Proceso 

estatuidas en el art. 76 N.3 de la Constitución de la República y art. 5.1 del Código 

Integral Penal cuya manifestación está dada en el aforismo NULLUN CRIMEN 

NULLA POENA SINE LEGE, esto es no hay delito sin ley previa, este principio 

guarda íntima relación con el de Tipicidad que lo encontramos establecido en el art. 

25 del Código Integral Penal. Este principio que es la Columna vertebral del debido 

Proceso tiene características esenciales como: EXCLUSIVIDAD, 

IRRETROACTIVIDAD, PROHIBICION DE ANALOGIA. 

El principio de Legalidad está regulado en la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en su art. 9 que dice: “NADIE PUEDE SER CONDENADO POR 

ACCIONES U OMISIONES QUE EN EL MOMENTO DE COMETERSE NO 
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FUERAN DELICTIVOS SEGÚN EL DERECHO APLICABLE. TAMPOCO SE 

PUEDE IMPONER PENA MAS GRAVE QUE LA APLICABLE EN EL MOMENTO 

DE LA COMISION DEL DELITO. SI CON POSTERIORIDAD A LA COMISION DEL 

DELITO LA LEY DISPONE LA IMPOSICION DE UNA PENA MAS LEVE, EL 

DELINCUENTE SE BENEFICIARA DE ELLO”. De este principio nace otro principio 

que es el de irretroactividad y de favorabilidad. 

El principio de Legalidad así mismo se encuentra recogido en el art. 15 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos. De lo indicado debo señalar que 

nuestro sistema legal se manifiesta a través de 2 sistemas; el de Legalidad y el 

Sistema Constitucional, ambos sistemas son proteccionistas de las normas 

Constitucionales cuando Normas legales la Contravienen, es aquí que surge el 

Principio de Supremacía Constitucional, todo esto sostenido bajo el principio de 

LEGALIDAD que es en donde se afirman todos los principios que regulan o rigen 

nuestro ordenamiento jurídico. 

Por ello es que el derecho penal de los Estados Constitucionales ya no solo se 

erige sobre el principio de legalidad, el cual sigue siendo un pilar fundamental y 

requisito sine qua non para el establecimiento de una sanción penal; ahora se exige 

además que se cumpla con el principio de lesividad, por el cual ninguna conducta 

puede ser punible si no lesiona o pone en peligro efectivo, bienes jurídicos 

reconocidos constitucionalmente. Es de tanta importancia este principio, que incluso 

puede dejar de lado al principio de legalidad a la hora de analizar una conducta 

presuntamente punible; así, a pesar de que la conducta se encuentre descrita en 

una ley penal como delito, si esta no lesiona de manera grave o pone en peligro 

efectivo un bien jurídico reconocido, esta conducta no puede ser sancionada 
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penalmente, llegando incluso a la inaplicabilidad de las normas penales. (Encalada, 

2014) 

El debido proceso es el reconocimiento de la dignidad humana en donde las 

Normas del poder público deben guardar armonía con la Constitución y los 

Convenios Internacionales reconocidos por el Ecuador así lo prevé el art. 84 y 426 

de la Constitución de la República, por lo que si bien es cierto que para que un bien 

jurídico tutelado en la Constitución corra peligro o sufra lesión debe estar tipificado 

en la Ley Penal, por lo que se da preponderancia al Principio de Tipicidad o lesividad 

a efectos de la violación a bienes jurídicos protegidos por la Constitución, pero 

recordemos que para que tenga armonía y aplicabilidad este principio, el bien 

jurídico debe estar protegido a través de la norma Suprema, por lo que debe existir 

una coherencia y armonía entre la Constitución y la Ley Penal. 

Nuestra Constitución de la República del Ecuador, diseña y desarrolla un Estado 

Constitucional de Derechos y Justicia, en donde el sistema procesal es un medio 

para la realización de la Justicia, por lo que es obligación del Estado respetar y 

hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución. 

Dentro de este marco normativo mantengo el criterio que el Poder punitivo del 

Estado debe de estar sustentado en la Constitución de la República del Ecuador en 

aplicación a los principios que de ella emana en lo principal del Principio de 

Legalidad, a fin de que se consagren otros principios como es el de Tutela Judicial 

efectiva y Seguridad Jurídica consagrados en los arts. 75 y 82 de la Constitución de 

la República. 
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2.1.1. Alcance de la antijuridicidad material 

El concepto unitario de antijuridicidad, y sus correspondientes causas de 

exclusión, pasarían por alto que una antijuridicidad penal referida a todo el 

ordenamiento priva a esta categoría del delito de su referencia teleol6gico-

sistematica dentro del hecho punible o, si se quiere, de su aporte teleológico-

material a la relación entre el Derecho penal en el que se integra y el ordenamiento 

jurídico en su conjunto. La antijuridicidad, correctamente entendida, debe satisfacer 

cuatro funciones: Mantener su coherencia con el hecho punible en su conjunto, 

diferenciarse de los restantes elementos del delito, mantener la coherencia entre 

todo el ordenamiento jurídico y el Derecho penal, y diferenciar a este de aquel. 

(Diez, 2013) 

La antijuridicidad material tiene como alcance la puesta en peligro o el resultado 

lesivo de un bien jurídico tutelado o protegido por la Constitución y la ley, a través 

de los diversos tipos penales, no hay posibilidad de un delito en ausencia del Bien 

jurídico puesto en peligro o lesionado, pues sería Inconstitucional e ilegal sancionar 

penalmente a alguien prohibiendo conductas que causen daño a ningún bien 

jurídico. 

ROXIN señalaba “EL DERECHO PENAL DEBE LIMITARSE A LA 

PROTECCION DE BIENES JURIDICOS, LA PRESERVACION DE LA NORMA 

MORAL COMO TAL NO ES LA MISION DEL DERECHO PENAL”. Es decir la 

Conducta penalmente relevante debe adecuarse al tipo penal. 

Se Considera que los bienes jurídicos tutelados deben estar normados en las 

leyes penales a fin de poder establecer sanciones aquellos que violentan o vulneran 
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el Bien Jurídico tutelado por medio de una conducta penalmente relevante, cuyo 

conocimiento de la Antijuridicidad está en el sujeto activo de la infracción, por lo 

manifestado es preciso que se considere el Principio de Seguridad Jurídica a 

efectos de poder aplicar normas que vayan acorde con el bien jurídico puesto en 

peligro o lesionado. 

El juicio de antijurídicidad penal no pretende ser, por tanto, un criterio de 

distinción entre lo  justo y lo injusto sino que, actuando en una fase ulterior, pretende 

señalar el paso de lo injusto a lo injusto merecedor de pena. En tal sentido recoge 

desaprobaciones jurídicas especialmente graves referidas a conductas que no solo 

son generalmente antijurídicas, sino que además poseen la cualidad de ser 

merecedoras de pena. Es este último elemento el que diferencia el concepto no solo 

del de antijurídicidad general sino igualmente de los de antijurídicidad de los 

restantes sectores jurídicos. (Lozano, 2013) 

La antijuridicidad que parte de la unidad del ordenamiento jurídico que es del 

que parte del juicio sobre el hecho, no justifica una conducta prohibida solo porque 

medien causas de justificación taxativas reconocidas por la ley penal, la 

antijuridicidad es un juicio de valor propuesto desde el punto de vista del Derecho, 

por lo que las causas de justificación operan a través del derecho positivo. 

De lo manifestado se puede afirmar que existe antijuridicidad cuando la 

conducta es penalmente relevante por haber puesto en peligro o generado 

resultados lesivos a un bien jurídico con suficiente significación social, sin que hayan 

concurrido causas de justificación. 

La antijuridicidad la encontramos en dos órdenes de voluntad:  
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La del hombre que es normada; y, la del derecho que es normativa. Cuando se 

violenta la voluntad normativa refleja lo que se conoce como antijuridicidad.  

La ley según nuestro ordenamiento civil en su artículo 1 señala: ES UNA 

DECLARACIÓN DE LA VOLUNTAD SOBERANA QUE, MANIFESTADA EN LA 

FORMA PRESCRITA POR LA CONSTITUCIÓN, MANDA, PROHÍBE O PERMITE. 

SON LEYES LAS NORMAS GENERALMENTE OBLIGATORIAS DE INTERÉS 

COMUN. 

Es decir que la Ley tiene 3 características, IMPERATIVA, PROHIBITIVA Y 

PERMISIVA a efectos de Sancionar a los que violenten o transgredan bienes 

jurídicos tutelados bajo el conocimiento de la Antijuridicidad del hecho punible. 

En este parámetro considero que la Antijuridicidad está respaldada por los 

diferentes tipos penales que salvaguardan bienes jurídicos tutelados y protegidos, 

que al ser violentados entran a formar parte del sistema procesal a efectos de 

obtener una Sanción por la antijuridicidad de la conducta penalmente relevante. 

Por lo que al ser la ley penal la forma más grave de la intervención estatal y de 

control social, por la cual una persona puede incluso ser privada de su libertad de 

manera prolongada, y considerando además que el fin primordial del derecho penal 

es la contención del poder punitivo del Estado, a efectos de minimizar la violencia, 

las únicas prohibiciones penales deben ser aquellas que lesionan de manera grave 

los bienes jurídicos más importantes para nuestra sociedad. Así, el compañero de 

aula que toma el borrador de su vecino sin su permiso, sin duda está afectando el 

derecho patrimonial que este tiene sobre el objeto, sin embargo esa lesión por 

simple lógica no amerita la activación del sistema penal para reivindicar su derecho 

patrimonial sobre el borrador. (Zaffaroni, Estructura básica del derecho penal, 2012) 
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No se afecta al bien jurídico cuando el peligro es remoto o la lesión es 

insignificante, cuando esto es constatado por el Juez debe pronunciarse por la falta 

de antijuridicidad material, y en consecuencia no puede haber injusto penal y menos 

culpabilidad, que es el fundamento de la responsabilidad penal. 

Es decir los delitos considerados de poco peligro o de bagatela según ROXIN 

quien sostiene que los daños de poca importancia no merecen punición 

obedeciendo a un derecho penal de último ratio y de mínima intervención. 

Lo relevante del delito está dado por el peligro o resultado lesivo cuyo objeto es 

un bien jurídico tutelado. No hay posibilidad de un delito en ausencia del bien jurídico 

puesto en peligro o lesionado, pues sería ilegal restringir la libertad prohibiendo 

conductas que no son peligrosas ni causan daño a ningún bien jurídico. 

Soy del criterio que la Antijuridicidad debe estar ligada al principio de legalidad 

y tipicidad sea cual fuere el delito, a fin de que se consagre el principio de Seguridad 

Jurídica a través del debido proceso enmarcado dentro del principio de 

proporcionalidad y congruencia, por lo que el peligro o lesión que sufra cualquier 

bien jurídico debe estar dentro del tipo penal cuya antijuridicidad sea de 

conocimiento del sujeto activo de la infracción, art. 29 del Código Orgánico Integral 

Penal. 

2.1.2. Causa de justificación 

A pesar del acierto de incorporar la antijuridicidad material, de la redacción del 

artículo se desprende que la protección o tutela es hacia los bienes jurídicos que 

protege “ese código”, es decir que de antemano nos plantea la posibilidad de que 

en la parte especial estén incorporados delitos cuyo bien jurídico tutelado no sea de 
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los reconocidos en la Constitución de la República, sino los que el asambleísta haya 

considerado al momento de su elaboración. (Monroy Victoria, 2015) 

La antijuridicidad material a la que se hizo referencia, lo cual también podría 

llegar a ser tratado a nivel de código sustantivo, como lo consagran las figuras de la 

para tipicidad y hoy en día la de la equitipicidad, destinada a consagrar en Colombia 

los tipos que consagra el bloque de constitucionalidad. (Guerrero, 2011) 

GIUSEPPE MAGGIORE señala. “Que las causas de justificación son 

circunstancias de un hecho que borran su antijuridicidad objetiva, o en otros 

términos que tienen como efecto la transformación de un delito en un no-delito”. Una 

de las causas de Justificación que regula la dogmática penal actual es la Legítima 

Defensa establecida en el art. 33 del COIP, como una causa de eximente de 

responsabilidad tal como lo norma el art. 24 de la norma penal vigente. 

Las causas de justificación deben estar ligadas íntimamente al medio racional 

empleado para repeler el acto lesivo en atención al bien jurídico que se pretende 

lesionar, por lo que el sujeto activo de la infracción se convierte en pasivo de la 

misma al sufrir el daño en la legítima defensa. 

El Estado como ente punitivo no brinda seguridad en cuanto establecer causas 

de justificación, se limita únicamente en describir el hecho punible y restringir de la 

libertad al infractor sin considerar los hechos circunstanciales que dieron como 

resultado que aquel injusto penal se convierta en justo, por la legítima defensa. La 

teoría de la imputación objetiva penalmente relevante establece lo que los 

positivistas conocen como la teoría de los roles o dominio del hecho. 
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Si bien es cierto que en la causa de justificación el dominio del hecho está a 

cargo del sujeto activo de la infracción, este pasa a manos del sujeto pasivo quien 

con su accionar defensivo hace que aquel hecho punible deje de ser antijurídico. 

El doctor Mejía consideró que se debe definir el acto procesal a través de cual 

se ejerce el principio de oportunidad, el fundamento, el tipo de decisión que tome la 

fiscalía, si se tiene que notificar o no al Ministerio Público y a la víctima y si dentro 

de un plazo determinado estas pueden promover el control frente a la decisión que 

técnicamente no puede ser un recurso.  

Por las anteriores observaciones sugirió que la norma fuera un poco más 

explícita. De otra parte, respecto de la propuesta de introducir como causal para el 

ejercicio del principio de oportunidad los casos en que no hay antijuridicidad material 

en delitos de bagatela, manifestó que no habría lugar a consagrar esta causal en el 

código Orgánico Integral Penal porque estos casos no constituyen delito. (Ibáñez 

Guzmán & Sampedro Arrubla, 2014) 

2.1.3. La legítima defensa como causa de justificación 

La legítima defensa viene siendo acusado cuando proviene de la agresión, en 

la que las actuaciones practicadas en investigaciones de los hechos, se desprenden 

que fue precisamente el inculpado quien agredió a las víctimas; ello basta para 

estimar que no obró en legítima defensa, porque la ley penal exige para que se 

configure esta excluyente de responsabilidad que el activo repela la agresión de que 

es objeto, y no así que sea precisamente él quien agreda, como en el caso ocurre, 

disparando su arma contra las víctimas, incluso una de ellas recibe impactos por la 

espalda. (Aguilar, 2013) 
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Luis Jiménez De Azua define la legítima defensa, como una idea de que en el 

proceder anti normativo permanece algo negativo, que proviene de la acción 

defensiva, pero siendo esta antijuridicidad, da como resultado que se produzca la 

eliminación de la culpabilidad. Desde el punto de vista subjetivo se entendería que 

el autor solo quiere actuar en consonancia con el ordenamiento jurídico, la legítima 

defensa es individual y personal no interviene un tercero. 

Claus Roxin define a la Legítima Defensa, como los principios de autoprotección 

y de prevalencia del derecho, son los que sirven de base a la regulación legal. 

Conceptualmente se define a la Legítima Defensa Como la causa de justificación 

que reviste a los ciudadanos, del derecho a repeler agresiones ilegitimas, 

susceptibles de lesionar bienes jurídicos personalísimos, siempre y cuando estas 

agresiones sean reales, inminentes y no provocadas por quien ejerce la acción 

defensiva. 

Diego Peña señala: la figura de la Legítima Defensa, tiene fundamental 

importancia, tanto en el ámbito de la teoría del delito cuanto en el ámbito de la 

aplicación del derecho penal, por lo que un principio filosófico dice:” el derecho no 

debe ceder ante la injusticia”. 

 

Para Zaffaroni la Legítima Defensa Es entendida como una idea de que lo anti 

normativo, permanece algo negativo que proviene de la acción defensiva, pero 

siendo esta antijuridicidad, dando como resultado que se produzca la eliminación 

de la antijuridicidad. 

Maurach y Gesselseñalan que están justificados por legítima defensa los casos 

de lesiones o muerte culposa, en los cuales el autor ha querido impedir la agresión. 
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Actualmente la Legítima Defensa es una de las causas de justificación que 

excluyen la antijuridicidad de la acción típica, pero en casos excepcionales en que 

solo el individuo puede defender sus bienes jurídicos más preciados. El legislador 

ha establecido esta figura como un fin preventivo, en la que interviene directamente 

la persona a quien se agrede ilegítimamente, podría entenderse como un derecho 

a la autoprotección y auto determinación frente agresiones antijurídicas. 

De estas definiciones conceptuales y en sustento de las Normas jurídicas que 

establecen la Legítima Defensa como medio de justificación de la antijuridicidad, se 

colige que la Legítima defensa tiene como sustento la protección de Bines jurídicos 

de carácter personalísimos, en donde el sujeto pasivo de la infracción pasa a ser 

activo por una causa de justificación verse en peligro un bien jurídico tutelado, por 

lo que el acto típico deja de ser antijurídico, siempre que la causa de justificación 

cumpla con los presupuestos que exige la ley. 

El sustento de las causas de justificación se encuentran en la prepotencia del 

interés, ya sea porque es de mayor interés jurídico-social, como en el caso del que 

triunfa en la legítima defensa o el que actúa para ejecutar un derecho o cumplir un 

deber, o porque es superior el bien jurídico salvaguardado, como en el estado de 

necesidad y en los casos de justificación supra legal, estableciendo así cada una de 

la preponderancia del interés con que se actúa (ejercicio de un derecho), protege 

(estado de necesidad), defiende (legítima defensa) o realiza el deber que se cumple 

con las causas de justificación. (Carrancá Trujillo, 2013) 

El doctor Ernesto Albán dice: La Legítima defensa es por su naturaleza un 

derecho propio, personal e irremplazable de la persona, por tanto nos enseña que 

se puede definir como la reacción necesaria para evitar la agresión ilegitima y no 



23 
  

provocada de un bien jurídico actual o eminentemente amenazado por la acción 

irracional de una persona. 

La Legítima defensa Es un derecho de necesidad, también es una causa de 

exoneración de la responsabilidad criminal a la que se acoge quien obra en la 

defensa de la persona, para repeler una acción ilegitima, produciendo con ella una 

lesión al agresor al haberse puesto en peligro o haber producido resultados lesivos, 

descriptibles y demostrables. 

Es un medio de defensa utilizado el mismo que tiene que ser proporcional a la 

intensidad y peligrosidad de la agresión; y, que la agresión no haya sido provocada 

por parte del que se defiende, este es un requisito imprescindible para evitar 

ilegalidades en la defensa, lo que podría desvanecer una acción de legítima 

defensa. 

El Doctor Albán es muy explícito y nos da a entender que la Legítima defensa 

como causa de justificación está íntimamente ligada al Bien Jurídico Tutelado y que 

es personalísimo de quien repele su vulneración o agresivo, convirtiéndose este 

hecho punible en antijurídico por las circunstancias que establecieron la acción 

defensiva de parte del sujeto pasivo de la infracción. 

El principal objetivo es llega a equiparar defensa con la pena y, aún más, a 

erigida en un deber jurídico: la legítima defensa sería la negación de la lesión al 

derecho que implica la agresión injusta, la legítima defensa se impondría como 

reafirmación del derecho, operando así como sustituto de la pena, que entraría en 

juego cuando el orden jurídico no puede acudir en defensa de sí mismo. (Donna, 

2014) 



24 
  

El objetivo de la legítima defensa está en la autoprotección o autodeterminación 

de un bien jurídico tutelado en peligro o con resultados lesivos, descriptibles y 

demostrables a efectos de que ese bien jurídico sea vulnerado por una acción típica 

antijuridicidad que da como resultado otra acción típica transformada en Jurídica en 

atención a ciertos requisitos que la ley prescribe.  

El derecho a la legítima defensa es excepcional, o sea que se ejerce cuando los 

auxilios de la fuerza pública no pueden llegar en ayuda del agredido, a quien el 

Estado, que tiene el monopolio de la fuerza y la justicia, le reconoce ese derecho 

como propio y natural, ya que si alguna ley lo prohibiera se convertiría en un 

despropósito y nadie cumpliría con la misma. (Herrera, 2011, pág. 483) 

En sustento a lo manifestado es fundamental establecer que en la legítima 

defensa interviene el sujeto pasivo de la infracción protegiendo el bien jurídico que 

se le pretende violentar, por lo que tiene la característica de personalísimo en la que 

no puede intervenir una tercera persona. 

2.2. ELEMENTO DE LA LEGÍTIMA DEFENSA 

Dentro de las causas de justificación que nos da el legislador, encontramos la 

legítima defensa, en donde se otorga el permiso de lesionar un bien jurídico en virtud 

de que otro se ve amenazado o lesionado por una agresión inminente o actual. Se 

trata, entonces, de una situación conflictiva en la que hay una agresión inicial que 

origina una agresión final de defensa. (Rivera, 2014) 

La legítima defensa tiene ciertos elementos que la caracterizan como: 

1. La legítima Defensa es una defensa necesaria frente a una agresión ilegitima 

no provocada. 
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2. Lleva inmersa la Legítima Defensa 3 situaciones: 

a) Debe proceder frente a una agresión ilegitima. 

b) La necesidad racional del medio empleado para impedir o repeler la 

agresión ilegitima; y,  

c) Quien realiza la defensa no debe de haber provocado suficientemente al 

agresor. 

3. La Legítima Defensa procede frente a una agresión ilegitima, significa que la 

defensa debe contrarrestar una conducta ilegitima de otra persona, con el fin 

de salvaguardar bienes jurídicos personalísimos y propios, la conducta 

invasiva para que sea una agresión ilegitima tiene que ser actual, es decir 

inminente. 

4. La Legítima Defensa exige el empleo de un medio racional, para impedir o 

repeler la agresión ilegitima; lo que significa que la defensa lesiona bienes 

jurídicos del agresor, no de terceros, la defensa debe ser idónea y 

proporcional entre el medio utilizado y la agresión.  

5. No se puede alegar legítima defensa cuando una persona agrede 

verbalmente a otra quien saca un arma corto punzante para violentar un bien 

jurídico del agresor. 

6. La Legítima Defensa requiere de una falta de provocación suficiente, significa 

que el sujeto pasivo de la infracción, esto es quien se defiende, no debe 

haber provocado de manera grave e intencional la agresión hay provocación 

suficiente cuando es previsible que la otra persona responde con una 

agresión ilegitima. 
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7. La persona que sufre la agresión ilegitima no puede haber iniciado o 

provocado gravemente al agresor primario, a fin de que surta efecto la figura 

de la legítima defensa es decir que el agresor secundario responda 

proporcionalmente a la agresión ilegitima. 

8. La Legítima Defensa está regulada en el COIP. Como una eximente de 

responsabilidad penal o en su caso como una atenuante de responsabilidad 

penal. 

Es decir que una conducta penalmente relevante que a simple vista puede 

parecer     delictiva, pero cumple con los presupuestos básicos de la Legítima 

Defensa deviene en antijuridicidad y por tanto no es merecedor de una sanción 

penal, es decir que el agresor pasa a ser agredido. 

En el evento quela Legitima Defensa no cumpla con los presupuestos o 

requisitos puede constituirse simplemente en una atenuante de la pena, no 

constitutiva de la infracción. Estos elementos rodean la acción de legítima defensa 

a efectos que el acto típico y antijurídico deje de ser penado. 

La agresión consiste en un comportamiento humano que pone en peligro o 

lesiona un legítimo interés ajeno protegido por el ordenamiento jurídico (bien jurídico 

del autor de la legítima defesa o de un tercero). O, lo que viene a ser lo mismo, todo 

aquel comportamiento humano que origina un peligro para una esfera organizativa 

ajena. Y, en particular, para los intereses legítimos adscritos a una esfera 

organizativa ajena en orden a posibilitar su desarrollo. (Soler, 2012, págs. 180-181) 

En todo injusto penal que pone en peligro o lesiona bienes jurídicos tiene que 

haber un riesgo real y actual, no basta con que el que se defiende crea que existe 

un peligro, es preciso que la agresión ilegitima sea provocada no solo figurada; 
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además el peligro tiene que ser actual, la defensa ha de producirse en el momento 

que se produce el peligro, si la defensa no es actual no será defensa sino venganza, 

es decir para que opere la Legítima Defensa Debe existir una agresión. 

2.2.1. La Agresión real e ilegitima 

La agresión ilegítima, es el requisito que caracteriza ontológicamente toda Justa 

defensa 109. Es decir, la defensa propia par a que sea legítima, se requiere como 

presupuesto básico, o requisito sine qua non, que el ataque sea ilegítimo, aun 

cuando no constituya u n delito. Pues como dice Maurach, el fin de la legítima 

defensa, no e s evitar hechos punibles, sino proteger bienes jurídicos. (Maurach, 

2010) 

La agresión actual ilegitima, se verifica cuando existe un ataque inminente, real 

no provocado e injustificado. Es decir que no solo la agresión ilegitima es el 

componente de la legítima defensa, sino que debe existir falta de provocación del 

sujeto pasivo de la infracción a fin de que opere la legítima defensa. Que como se 

ha señalado es el auto protección o autodeterminación de bienes jurídicos propios 

en peligro o con resultados lesivos. 

Toda conducta que valorada objetivamente, arroja como resultado una relación 

de contradicción con el ordenamiento cultural que fundamento al derecho. No es 

necesario que la ofensa constituya un delito tipificado en el Código. Es suficiente 

que la injusticia de la conducta agresiva surja de una relación de contradicción con 

cualquier norma objetiva trascendente para el derecho. (Jiménez Huerta, 1952) 

Es decir que la actuación contraria al ordenamiento Jurídico para que sea 

considerada legitima debe reunir ciertos presupuestos a fin de que esa contradicción 
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no afecte decisiones judiciales que podrían dejar en la impunidad delitos que deben 

ser considerados legítimos en cuanto la existencia de la legítima defensa, a fin de 

salvaguardar el bien jurídico tutelado que estuvo en peligro o con resultados lesivos. 

La dogmática penal han sido gran influencia para nuestro Derecho Penal 

Mexicano, es en mi opinión quién dimensiona la legítima defensa, de acuerdo a 

nuestro sistema; y no sólo en la esencia, sino también en la mayor parte de los 

atributos y accidentes, y al efecto indica: "Que es la repulsa a la agresión ilegítima, 

actual o inminente, por el atacado o terceras personas, contra el agresor, sin 

traspasar la necesidad de la defensa y dentro de la racional proporción, de los 

medios empleados para impedirla o repelerla. (Jiménez de Asúa, 2013) 

Dentro de este contexto podemos señalar que el ordenamiento jurídico se 

compone de normas de comportamiento que pueden ser prohibitivas, imperativas y 

permisivas o de autorización, de esta combinación de normas resultan los 

comportamientos que son adecuados a derecho o los que son antijurídicos. 

El ordenamiento jurídico contiene normas que permiten conductas que los tipos 

penales, generalmente las normas prohibitivas se encuentran dentro de todo 

ordenamiento jurídico a efectos de proteger bienes jurídicos que por excepción las 

normas permiten violentar, que es lo que se conoce como causas de justificación o 

licitud. 

Cuando se actúa lesionando un bien jurídico protegido por una norma 

prohibitiva, tipificada en un tipo penal determinado, pero autorizado por una causa 

de justificación, se ha actuado en una forma adecuadamente típica sobre una 

conducta penalmente relevante, sin embargo la conducta no es antijurídica. 
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2.3. EL EXCESO EN LA LEGÍTIMA DEFENSA  

La legítima defensa como residuo de la venganza privada, en las legislaciones 

penales modernas, encuentra su fuente en la norma jurídica que manda, prohíbe o 

permite conductas. No es pues, en la actualidad una institución caprichosa, sin 

acotamientos, como lo fue en su etapa prístina. Con el devenir del tiempo, el 

derecho como forma de vida objetivada, tiende a humanizarse, y junto con él, las 

instituciones que lo conforman; y dentro de este desplazamiento del saber científico, 

que recorre el viacrucis del proceso dialéctico, emerge la legítima defensa, como un 

medio de lucha par a lograr la paz, como finalidad última del derecho, tal y como lo 

predica el egregio. (Ihering, 1957) 

Según el Código Orgánico Integral Penal para que exista la Legítima Defensa 

Tiene que cumplirse con 3 requisitos, establecidos en el art. 33. 

1. Agresión actual ilegitima. 

2. Necesidad racional de la defensa. 

3. Falta de provocación suficiente por parte de quien actúa en defensa del 

derecho. 

LA AGRESIÓN ACTUAL ILEGITIMA, se verifica cuando existe un ataque 

inminente, real no provocado e injustificado. 

En todo injusto penal que pone en peligro o lesiona bienes jurídicos tiene que 

haber un riesgo real y actual, no basta con que el que se defiende crea que existe 

un peligro, es preciso que la agresión ilegitima sea provocada no solo figurada; 

además el peligro tiene que ser actual, la defensa ha de producirse en el momento 

que se produce el peligro, si la defensa no es actual no será defensa sino venganza, 
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es decir para que opere la Legítima Defensa Debe existir una agresión ilegitima 

actual. Si una persona victimo a otra, no es posible que el hermano de la víctima 

agreda al victimario y alegue Legítima Defensa. 

NECESIDAD RACIONAL DE LA DEFENSA.- es el equilibrio entre el nivel de 

la agresión que recibe la víctima y el nivel de defensa. Tratadistas señalan que no 

se trata de igualdad de armas, se trata de analizar, valorar las circunstancias para 

repeler una agresión inminente, este tal vez sea uno de los requisitos más 

importantes para que opere la Legítima Defensa. 

La victima que ha contraatacado o repelido la agresión no puede usar, para 

dicho acto ningún objeto que pueda darle alguna ventaja a su atacante, es decir 

debe existir una racionalidad al momento de repeler la agresión. Si una persona da 

una cachetada a otra, esta no puede sacar un revolver para repeler ese golpe o 

cachetada, ya que no existiría el medio racional para repeler el acto agresivo leve. 

2.4. FALTA DE PROVOCACIÓN SUFICIENTE DE QUIEN ACTUA EN 

DEFENSA DEL DERECHO 

Si la victima eta en su residencia descansando y un extraño ingresa 

arbitrariamente, se produce una necesidad suficiente de protegerse y alejarse del 

riesgo. 

Cuando no hay provocación suficiente, no puede haber agresión ilegitima por 

parte del provocado y será este el injusto agresor. Si hay provocación suficiente al 

el provocador no puede ampararse en la Legítima Defensa Si el provocado comete 

una agresión ilegitima. 
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Por ejemplo la riña mutuamente excluye la Legítima Defensa, en el duelo ambos 

son agresores ilegítimos y provocadores suficientes. Es decir la persona que alega 

legítima defensa No debe haber participado en ningún acto provocativo. 

La legítima defensa justifica la realización de una conducta típica por parte de 

quien obra en defensa de bienes jurídicos propios o de terceros ante una agresión 

ilegítima. Esta causa de justificación supone dos actos de organización. Por un lado, 

el acto de organización del agresor y, por el otro, el acto de organización de defensa. 

Este último acto de organización constituye una acto dúplex, en la medida que 

puede verse como una afectación al agresor, pero también, y fundamentalmente, 

como un acto de defensa de intereses penalmente relevantes. (García Cavero, 

2013) 

2.5. MARCO NORMATIVO 

2.5.1. La antijuridicidad en el COIP 

Vigente el COIP, es conveniente aplicarlo en algunas acciones realizadas, que 

mantiene un estudio de 30 años en teoría del delito, en donde la antijuricidad debe 

de ser analizada como predicado, donde el experto Jurista Zavala Baquerizo, logra 

encontrar dos juicio de valor y desvalor, el uno con base a la conducta, que es un 

desvalor con respecto al sujeto dueño del acto, la conducta le puede ser reprochada 

a un sujeto y se establece que hay culpabilidad, y esta es establecida en una pena. 

Es un juicio donde se concluye que es sinónimo de ilicitud, al afectar a un 

determinado bien jurídico, siendo las causas la legitima defensa y el llamado de toda 

necesidad, en la legitima defensa, el COIP, establece una actual legislación del 
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medio empleado para repelerla y la falta de provocación directa del que defiende la 

legitima defensa de tercero. 

La conducta que puede aparecer no es antijurídica, ni reprochable, la otra cauda 

es el estado de necesidad, la doctrina desarrolla la causa legitima de un derecho en 

el cumplimiento de una orden licita, el art. 28 del COIP le dice al juez que acuda a 

la ley, a la doctrina y a la jurisprudencia, para sí encontrar un legítimo derecho. 

El juicio de valor con respecto al acto, en ese momento se tiene los elementos 

equivocados, recordando a las antijurídicas en el artículo 26 y 27, se define una 

estructura finalista, el art. 23 se refiere a detener un procedimiento, siendo un 

aspecto funcionalista. El articulo 12 manifiesta y trata de impedir el acontecimiento, 

la idea se refiere a un juicio de culpabilidad en el artículo 34, 35 y 36, donde señala 

que la culpabilidad es un juicio de reproche que se hace al dueño del acto. 

Se habla de la imputabilidad, una conducta exigible y un acto antijurídico donde 

se parecía que esta es reprochable al individuo ajustado o respetando al derecho, 

además es la capacidad de comprender la criminalidad del acto y determinar la 

comprensión, se encuentra al margen del juicio de imputabilidad aquellas persona 

que posean un trastorno de personalidad, donde la dimensión motiva a una causa 

de imputabilidad disminuida, existiendo un menor reproche de culpabilidad. 

Una causa de imputabilidad de menor gravedad absoluta o total, se basa en la 

conducta, no debe ser acusada de culpable, imponiéndose una medida de 

seguridad y no una pena. Si existe un grado típico del delito en ese instante se le 

pone una pena, y un monto en la misma. Otro componente es el conocimiento de la 

antijurídica donde el artículo 34 el veto legislativo se sugirió que se suprima como 

causa de culpabilidad el error de prohibición y se dejó solo el trastorno mental 



33 
  

comprobado, siendo necesario acudir a la doctrina, para que exista un menor 

reproche de culpabilidad. 

Por ejemplo si alguien llega a un país, siendo mujer, y no sabe que es prohibido 

caminar sin velo puesto en el rostro, siendo privada de su libertad, existiendo un 

error de prohibición, porque en su país de origen no está prohibido, siendo una 

causa de justificación. 

Si en un sujeto la conducta está siendo culpable, tendrá al final de la jornada el 

juez, actuaría en la misma manera o no, entonces el sujeto con base a la decisión 

del juez y de esta forma el juez juzga la conducta por inexigibilidad de otra conducta 

o de un comportamiento diferente. 

La imputación objetiva tiene que ser examinada una vez que se ha cumplida 

con el estudio de los elementos objetivos de tipo penal y se llega a la conclusión 

que se cumple, es ahí donde se aprecia el resultado imputado objetivamente, ya no 

hay sentido el analizar si el predicado existe un acto típico de antijurídicidad y si 

merece o no un reproche de culpabilidad, siendo necesario un estudio dela 

imputación objetiva utilizando una doctrina moderna que es la teoría de los riesgos, 

examinado caso a caso si se ha vulnerado el riesgo permitido, teniendo gran 

aceptación en los delitos doloso o culposos. 

El hecho es que hay que reforma si el sujeto actuó dentro del riesgo permitido, 

esto es una conducta que no se le puede ser imputada objetiva, estudiando el 

comportamiento dela víctima, la actuación apropio riesgo, existe el principio dela 

confianza, no se aparta de la actuación, donde los terceros también van a actuar 

dentro de lo que la sociedad permite. 
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2.5.2. Derecho comparado 

El derecho comparado es el estudio de las diferentes condiciones jurídicas, a 

través de legislaciones positivas, es una disciplina auxiliar del derecho, se toma el 

derecho comparado para reforzar cierto concepto o soluciones a ciertos conflictos 

e incluso optar por cambio en el derecho nacional, además es un fondo común 

unificado de la legislación, al concepto considera el derecho comparado como un 

tronco común de todos los derechos, donde cada uno dirige una rama unificada, 

formando un tronco común donde cada derecho sería una rama. 

Existe en la investigación de la legislación, tomando a países que tiene una 

afinidad cultural, en ese momento, el método seria buscar en el derecho de otro 

país, la orientación metodológica es tomar de legislaciones que tienen similitud de 

costumbre. 

El derecho comparado tiene una doble utilidad, es decir es un auxiliar del 

derecho que encuentra soluciones, busca cambio, por otro lado se lo toma como un 

aporte de valor para la sanción. Esto implica que se toma el derecho de otro país 

para tomarlo como fuente en las decisiones con el uso del derecho comparado, 

siendo útil como aporte de valor en una sanción.  

2.5.3. La legítima defensa en Colombia 

En Colombia la norma de la legitima defensa, es un criterio de racionalidad, y 

no de proporcionalidad, siendo un aspecto en Colombia un tanto ridículo, el hecho 

de que el agresor tiene un cuchillo, me debo de defender con el medio e instrumento 

que tengo, la legitima defensa, en un intercambio de agresión, no se tiene que 

materializarse, debe de existir mínimo un riesgo razonable para repelerla. 
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Por ejemplo una mujer camina por la calle y tiene un permiso para un arma, y 

un grupo de chico quiere violentarla, y la mujer mata a dos, en ese momento existe 

legítima defensa, la circunstancia no permite más que disparar, en el derecho debe 

de haber comportamiento estandarizado y no heroico.  

Otro caso, es que una moto te sigue, te distes cuentas y la moto quiere robar la 

cartera, en ese momento la victima saca un arma, y dispara, no se puede en derecho 

justificar la justicia de propia mano, la regla es defenderse a la medida del peligro, 

ante un proceso jurídico, la regla indica que al momento de sacar el arma el 

delincuente huya, pero el agresor lleva un cuchillo, y la victima saca un arma y 

dispara, esto es legítima defensa. 

La legítima defensa implica en el ámbito jurisdiccional a no ser procesado 

siendo un supuesto, donde no hay delito, por la defensa establecida, apareciendo 

peritajes y procesos para determinar la legítima defensa. Existe un rango 

constitucional, y está por encima del código penal, nadie puede denunciar un hecho 

si existe legítima defensa. La carga judicial seria limitada, y quien apela la legítima 

defensa es un hecho de protección. 

2.5.4. Sentencia en materia penal 

Existe motivación en la sentencia en materia penal, existe un principio como 

norma en el procedimiento penal en lo que se refiere al debido proceso en el art 76, 

que indica que en todo proceso que se debe de asegurar garantías básica, siendo 

la motivación una garantía del debido proceso y un derecho fundamental, donde la 

resolución del proceder publico deberá de ser motivada, fundamentando la 
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pertinencia de su aplicación en los antecedente de hecho, si no hay motivación se 

consideran nulo, la motivación de la sentencia debe de ser explicita. 

Toda resolución debe de ser fundamentada, con una explicación de los 

antecedente del hecho que motiva esa resolución, es nula cuando el fallo no está 

motivada, innumerable fallos de la corte nacional de justicia han establecido en el 

art. 76 de la constitución, no siendo nuevo para el ordenamiento jurídico 

ecuatoriano, este estaba consagrado en la constitución de 1998 basado en tratados 

internacionales. 

Existe requisitos en la sentencia penal debe abarca los hechos y los derechos, 

debe de contener múltiples razones que lleva a una confirmación positiva o 

conclusiones que lleva a una acción negativa, empleando las pruebas adherente al 

procesos, mencionando las pruebas y a la valoración crítica del juez penal. 

El juez considerada la conclusiones de hecho al que llega, constituirá la base 

de aplicación de la norma jurídica, la fundamentación del derecho parte dela fijación 

de cada hecho, aplicando la ley, requisito del derecho en la sentencia. Importante 

indicar que los fallos en una sentencia motivada, establecido el delito que condena 

a la persona procesada, la pena que se impone a los actos delictivos, el tribunal de 

garantías penales no puede sentencia por una presunción, o mero criterio de indicio, 

debe de haber causa directa y no presunciones, que es norma orgánica del código 

penal, las pruebas se relaciona con el delito incurrido. 

La motivación de la sentencia forma parte del debido proceso según el art, 76, 

donde las remociones del poder público deben de ser fundamentada a de manera 

ordenada y clara. Las razones deben de ser válidas para tomar la decisión de 

absorber o condenar a un implicado en la misma sentencia por escrito, utilizando la 
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teoría jurídica del delito, aspecto doctrinario que fundamenta la acción de la 

responsabilidad penal para conocer si existe o no un delito. 

Los jueces cumplen el debido proceso, siendo garante de las partes, dando un 

trato igual que evite cualquier desequilibrio en materia penal, fundamentando 

requisitos del delito en el evento de una sentencia de orden acusatoria. La 

motivación es un eje articulador del debido proceso, por parte de las autoridades 

competente, que exista la argumentación sostenida y los elementos de su defensa. 

2.5.5. La antijuricidad en el COIP 

La antijuricidad en el COIP se debe de incorporar dentro de la redacción para 

que estos hagan diferencia dentro del Código Penal en el Ecuador , mientras que 

las dos categorías de la antijuridicidad se destacan de manera formal y material así 

como los elementos de cada delito de acuerdo a las sesiones siguientes, se detalla 

que: 

En el Artículo 24.- La antijuridicidad es una de las conductas en la cual de 

manera penal se hace relevante ante la antijuridicidad que se amenaza o se lesiona 

sin causa justa, todo por un bien jurídico que esté protegido por este código.  

En el Artículo 25.- Las causas de la exclusión de la antijuridicidad no es más 

que las infracciones penales en cuanto a conducta típica de la cual se encuentra 

justificada por los estados de las necesidades o alguna legítima defensa, no 

obstante, tampoco estos poseen algún tipo de infracción penal en cuanto, donde 

estos actúen con algún tipo de cumplimiento de orden legitimo donde estos 

expresen autoridades de forma competente y de manera penal,  lo cual hace que la 
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persona exceda los limites en las causas de exclusión donde estos serán 

sancionados con pena reducida a la mínima prevista con el respectivo tipo penal.  

De manera conceptual la antijuridicidad no es más que el desvalor o la 

desaprobación de los actos típicos en donde se analiza la culpabilidad contraria a 

las normas de los derechos, de acuerdo al COIP estos constituyen cada uno de los 

elementos constituidos en las infracciones. Así como se expresa (Canabellas , 

2013);”La antijuridicidad es el elemento esencial del delito, cuya fórmula es el valor 

que se concede al fin perseguido por la acción criminal en contradicción con aquel 

otra garantizado por el derecho”. 

Por otra parte la antijuridicidad son analizaos en dos tipos de aspectos como lo 

son el formal y material; como se detalla, en el medio formal se lleva la desvaloración 

de acción y de forma material se emplea el desvalor de los autores donde se toman 

en consideraciones de cada uno de los actos y sus conductas tanto típicas como de 

material penal en donde se materializa cada una de las culpabilidades de forma 

penal y así no debe de hacerse demostrando cada una de las justificaciones al no 

haberse violentado como jurídico tutelado y así se configure dogmáticamente en la 

cual se conoce como antijuridicidad.  

En cuanto a la antijuricidad formal (desvalor de la acción) y la antijuricidad 

material (desvalor de resultado) debemos tomar siempre en consideración el acto o 

conducta típica en materia penal, así tenemos que para materializar efectivamente 

la culpabilidad de un tipo penal el procesado al no haber demostrado encontrarse 

beneficiado por ninguna causal de justificación (desvalor de la acción) como son el 

estado de necesidad o legítima defensa legalmente justificada y en igual forma al 

no haber probado que se ha actuado en cumplimiento de una orden legítima y 
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expresa de autoridad competente, de conformidad con el caso que se exponga 

(diferentes tipos penales) y al haberse vulnerado el bien jurídico que la ley pretendió 

proteger, se configuran los presupuestos de esta categoría dogmática de la 

antijuricidad y en consecuencia siendo un elemento imprescindible en la infracción 

penal habría que analizar la culpabilidad como último elemento del delito o más bien 

la infracción penal en su total responsabilidad del tipo penal como juicio de reproche. 

(Cobo, 2016) 

“La antijuridicidad no surge del derecho sino de todo el ordenamiento jurídico, 

porque la anti normatividad puede ser neutralizada por un permiso que puede 

provenir de cualquier parte del derecho”, es decir la antijuridicidad es un término 

que comprende la contradicción a la norma. (Zaffaroni, Estructura básica del 

Derecho penal, 2012, pág. 193) 

En la actual dogmática penal, de acuerdo al Art. 18 se describe que cada una 

de las infracciones son más que conductas típicas en la cual la antijuridicidad no es 

más que culpable de cada sanción que está prevista en el código, esto quiere decir 

que los elementos constitutivos del delito son 3, para lo cual la causa de las 

justificaciones son más que probables en el eximir de sus responsabilidades.  

Así como en el Art. 22 del COIP no son más que penalidades de manera 

relevantes ante los accionares u omisiones que suelen estar en peligro de producir 

algún tipo de resultados tantos lesivos, descriptibles y demostrarles como los que 

se producen entre cada elemento tanto en el acto como en el resultado de relacionar 

los nexos de las causalidades exigentes como en el Art. 455 del COIP, sin que 

dentro de la mista exista algún tipo de justificación que logre eximir cada 

responsabilidad o tipo de culpabilidad en el sujeto activo de las infracciones.  
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2.5.6. Derecho comparado 

Los derechos comparados suele ser de manera superficial en donde resulta de 

manera difícil cada uno de los fondos de la rama específica ante los sistemas 

jurídicos en donde cada uno de los conocimientos de sus historias resulta 

relacionarse como sistemas legales de los cuales se requiere la profundidad con la 

cual se estudian todos y cada uno de los derechos propios, para que así el derecho 

extranjero se pueda interpretar equivocadamente. 

El derecho comparado facilita la comprensión de la naturaleza del derecho, 

tanto como la de su desenvolvimiento, utilizando el método comparativo, se pueden 

aislar los factores que realmente han dado lugar a una verdadera innovación jurídica 

al seno de un grupo social determinado, también se podrá apreciar cuándo una 

norma jurídica, trasplantada de un sistema jurídico a otro, pudo subsistir, sin 

cambios, en el nuevo entorno. De tal forma, es posible distinguir, con mayor 

precisión, los factores que favorecen el desarrollo jurídico, de aquellos que lo 

obstaculizan. (Morineau, 2013) 

Este tipo de errores son los que probablemente se vuelven frecuente ante el 

derecho comparado que en cualquier tipo de área de conocimiento sea jurídico, lo 

cual es considerado anterior proveniente entre los conocimientos de fuentes 

originales, entre otros de los contextos se considera que los buenos conocimientos 

se ve adecuada la relación que tienen las comparaciones jurídicas, muchos de los 

sistemas que son seleccionados como tipos de objeto de estudio no son 

relacionados entre sí, para lo cual las conclusiones son las que carecerán de 

significados o de manera errónea.  



41 
  

En este sentido, el derecho comparado se ocupa necesariamente del derecho 

extranjero; por lo que, éste interviene cuando se concilian reflexiones comparativas 

específicas acerca de algún problema, destacando los aspectos esenciales de los 

sistemas legales nacionales. De modo que, se instituye a partir de la comparación 

crítica de país por país, llegando a la solución y conclusión más apropiada, según 

sea el caso. (Morales, 2013) 

En definitiva cada uno de los espacios de los derechos comparados no es más 

que los saberes críticos de los cuales son obtenidos de manera reflexiva ante los 

objetos, los fines y los métodos que son materias conducidas de manera restringida 

ante los perímetros estudiados, las utilizaciones en las observaciones externas para 

así analizar cada uno de los derechos. 

De lo cual esto se propone que en las introducciones para que el derecho 

comparado se reivindica que las identidades de las materias como instrumento de 

las reflexiones de manera crítica para que las experiencias jurídicas propongan 

nuevos ligares encontrados como los estudiosos en las ciencias sociales dirigidas 

así como las técnicas en casos referidos ante las experiencias jurídicas y así lograr 

dialogar cada una de las culturas aproximadas por lo contrario adoptar así las 

observaciones internas.  

2.5.6.1. La legítima defensa en las demás legislaciones Colombia, Perú y 

España 

La legítima defensa no es más que antigua y la más típica para lo cual se vuelve 

causal ante las justificaciones en donde estas consistan en reaccionar de forma 

necesaria el impedir y repelar cada una de las agresiones y así verse ilegitimas no 
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provocadas en la cual este e contra de cualquier personas o cualquier bien jurídico 

donde este propio y ajeno de manera actual o inminentemente amenazado.  

Para valorar la incidencia que puede tener la legítima defensa en este campo 

debe partirse del examen de los requisitos que son necesarios para su 

configuración. En este sentido, ante la ausencia de una regulación específica de la 

institución por parte de las demás disciplinas jurídicas, es preciso remitirse al 

tratamiento que de ésta hace el Código Penal. (Sanguineti, 2015) 

De esta manera la defensa constituye que cada uno de los derechos de los 

ciudadanos no es más que la defensa a terceros constituyentes en donde el deber 

como por ejemplos de las omisiones no es más que los impedimentos de ciertos 

delitos para lo cual la defensa n tendrá causa de justificación que excluya el desvalor 

de los resultados, de esta forma se encontrara con el mismo derecho del agredido 

en donde no intervenga la represión de cada uno de los derechos del agredido al 

no llegar a ser respetado en su persona ni en sus bienes, sino más bien en el 

derecho de no solamente intervenir en las represiones de los hechos delictivos, sino 

más aun en las misiones de prevención, dando así paso a que las autoridades 

públicas estén encomendadas a la tutelas de los bienes jurídicos, en mucho de los 

casos estos suelen verse amenazados y al no verse auxiliado por las autoridades 

estos acogen medidas inevitables como los derechos propios a defenderse de 

acuerdo a los fines del ordenamiento jurídico interviniendo así a las sustituciones de 

cada función que ejerce la autoridad pública.  

La "legítima defensa", el "estado de necesidad", el "cumplimiento de la ley" y la 

"lesión consensual", integran las denominadas "causas de justificación", excluyendo 

de estas "la obediencia al superior", en mérito a que nos inclinamos a considerarla, 
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como lo hace buena parte de la doctrina penalista, una eximente de culpabilidad 

debido a que la misma se resuelve, en definitiva, en un error de quien obedece. 

(Duarte, 2014, págs. 12-14) 

La legítima defensa es descrita por el artículo 32 del Código Penal Panameño 

señalando: “No comete delito quien actúa en legítima defensa de su persona, de 

sus derechos o sus bienes, siempre que las circunstancias así lo requieran”. Así 

mismo señala que la Defensa es legítima cuando concurran las siguientes 

condiciones; a.- Existencia de una Agresión Injusta, actual o inminente de la que 

resulte o pudiera resultar afectado por el hecho; 2.- Utilización del medio racional 

para impedir o repeler la agresión; y, 3.- Falta de provocación suficiente por parte 

de quien se defiende o es defendido. 

A través de la legítima defensa se hace referencia a determinadas situaciones-

límite, en las que el ordenamiento jurídico considera justificado repeler una agresión 

ilegítima contra la propia esfera de bienes o derechos, aún a costa de inferir un daño 

a la del agresor. La razón por la cual se admite en estos casos la realización de 

conductas que, de mediar otros contextos, serían consideradas inequívocamente 

antijurídicas es doble: se trata, de un lado, de permitir al agredido proteger sus 

derechos del ataque; y, del otro, de posibilitar el restablecimiento del orden jurídico 

y del Derecho en general, afectados a través de la agresión. (Rodríguez, 2013, 

págs. 509-522) 
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CAPÍTULO III 

3. METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN  

3.1. MÉTODOS UTILIZADOS 

La metodología es de carácter cualitativa, ejecutada en los tribunales de justicia 

y fiscalía en la ciudad de Guayaquil, a través del análisis de casos de estudio y 

sentencia ejecutoriada en el debido proceso manifestado. La información obtenida 

en el caso de estudio se hace con base a la recolección de datos para comprobar 

los inconvenientes existentes en el COIP y a la vez en el manejo del derecho 

comparado y el debido proceso en el género del infractor en relevancia, para 

establecer el comportamiento jurídico del derecho en la ciudad de Guayaquil. 

El Enfoque Cualitativo se caracterizan por el hecho del caso de estudio 

presentado, donde se describen las características de los involucrados, se examina 

la información pertinente con la que se cuenta, además de la respectiva pruebas 

involucradas, la información se basa en las variables interviniente en el derecho 

comparado, con ciertas disconformidades inter-disciplinarias para concebir una 

premisa en la política jurídica establecida. (Cevallos, 2011) 

El Enfoque Descriptivo trata de la adecuada interpretación de los casos de 

estudio planteados, donde existen pruebas en el lugar de los hechos que fortalecen 

el debido proceso con las variables pertinentes, para el análisis y la información 

necesaria para la descripción del derecho comparado y su aplicabilidad en la 

legislación del Ecuador. (Cevallos, 2011) 
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3.2. ANTECEDENTES DEL CASO DE ESTUDIO  

El estudio  lo realiza con base a la información descrita en la constitución de la 

república del Ecuador, en el código orgánico integral penal, entre otros, además se 

utilizó diferentes autores relacionados al tema de la legitima defensa e  incluyendo 

el desglose de la sentencia del caso Mariela Jiménez Calle, proceso penal N. 0126 

del 2014, el cual se considerado para el presente estudio. 

  

La legítima defensa se refiere a un derecho con base a la necesidad, es la causa 

de exoneración de una responsabilidad de tipo criminal, en donde se acoge a quien 

obra en defensa de un ciudadano, para contrarrestar una acción ilegitima, 

ocasionando una lesión al agresor al por haber puesto en peligro resultados lesivos, 

descriptibles y demostrables. La legislación penal actual manifiesta en el art. 33 lo 

siguiente: 

“Existe legítima defensa en el momento que la persona actúa en su propia 

defensa de cualquier derecho, sea este propio e incluso ajeno, considerando los 

siguientes aspectos inmerso en el tema con los siguientes requisitos: 

1.- Agresión actual de forma ilegítima. 

2.- Necesidad intrínseca y racional de una defensa. 

3.- Falta de provocación por parte de quien actúa en justicia a la defensa y al 

defensa del derecho”. 

Dentro del contexto legal se establece que la legitima defensa debe de recaer 

sobre cualquier derecho, esto implica que la solo la conocida frase el derecho a la 
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vida es parte original de esta figura jurídica, eximiendo de responsabilidad, a 

cualquier derecho a la propiedad, integridad sexual, personal, entre otros. 

3.3. CASO DE ESTUDIO: PROCESO PENAL N. 0126 DEL 2014 

Establecido el concepto de la sentencia, su estructura y el análisis motivado, 

corresponde referirse a la sentencia dictada dentro del proceso penal n. 0126 del 

2014 dictada por el cuarto tribunal de garantías penales de Guayas, quienes 

condenan a la procesada Mariela Jiménez Calle a 10 años de privación de la libertad 

conforme lo tipifica el art. 144 del COIP, sentencia que fue apelada ante el superior 

signada con el número 09124-2014-0350 quienes revocan la sentencia subida en 

grado manteniendo el estado de inocencia de Mariela Priscila Calle después de 17 

meses de haber permanecido privada de su libertad injustamente.  

Primeramente es preciso indicar que las sentencia dictada por el tribunal y la 

sala de lo penal son diferentes en cuanto a la valoración de la prueba, y esto se 

debe en lo principal que al no existir un análisis integro en su conjunto de la prueba 

afecto el principio de motivación violentándose uno de los derechos fundamentales 

de toda persona como es la libertad e inocencia, lo que debería conllevar a la 

aplicación de un juicio de repetición en cuanto al haberse mantenida privada de su 

libertad a Mariela Priscila Calle por casi 17 meses, esto transgredió dicho derecho 

fundamental por lo que el estado a través de sus órganos representativos deben de 

reparar dicha transgresión, más allá de lo señalado el tribunal de alzada enmendó 

los errores de derecho del tribunal de primer nivel en lo principal:  

El informe dactiloscopia (parafina) concluyo que en las manos de Mariela 

Jiménez Calle no existían residuos de nitratos de pólvora, lo que implicaba que al 
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darse el forcejeo con su agresor este era quien tenía sostenida el arma, es decir se 

demostró el ataque ilegitimo que puso en peligro la vida de Mariela y sus infantes 

hijos. 

Así mismo se estableció que no existió provocación de parte de Mariela Jiménez 

Calle en cuanto, fue el agresor quien concurrió a su hogar en estado de ebriedad y 

portando un arma del estado para proceder agredirla verbal y físicamente lo que dio 

como resultado la acción antijuridicidad de la muerte del agresor por una legítima 

defensa personal. 

Se concluyó que el perfil de la persona agresora muerta en el incidente, era de 

una persona agresiva y que existían antecedentes de agresión y lesiones a Mariela 

Jiménez Calle, esto se corroboro con la hoja de vida del occiso por parte de la policía 

nacional a donde pertenecía. 

Existió la necesidad de defensa ya que Mariela no era la única persona que 

peligraba su vida sino la de sus infantes hijos, por lo que la acción de forcejeo era 

el resultado de un acto espontaneo y natural a fin de salvaguardar su vida y la de 

sus hijos.  

El hecho material de la infracción no fue controvertido, por cuanto la existencia 

judicializada de la muerte, estaba plasmada en un informe médico legista. Lo que 

se justificó en derecho fue la teoría del caso en cuanto a la legitima defensa personal 

que era eximente de responsabilidad penal, que en primer momento no fue 

considerada por el tribunal penal, pero en segunda instancia se enmendó los errores 

de derecho y se revocó la sentencia y se confirmó el estado de inocencia de la 

procesada víctima. 
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La sala verifico que en la audiencia de juzgamiento la fiscalía se mantuvo en su 

acusación de homicidio en riña con la que fue llamada a juicio Mariela Jiménez calle, 

pero violentando el principio de congruencia y empeorando la situación jurídica de 

la procesada víctima, cambio el tipo penal como homicidio, afectación con la que se 

pretendió justificar una acción antijuridicidad sin considerar la eximente de 

responsabilidad penal como es la legitima defensa. 

Dentro de una apreciación analítica es preciso referirse a que la sentencia en la 

que sustento la investigación, es una de tantas en las que no se aplicó 

correctamente la ley, haciendo una indebida aplicación de la misma como errónea 

interpretación de la ley lo que conllevo en primer momento dictar un fallo injusto e 

ilegitimo en cuanto la aplicación e interpretación de la ley. 

La administración de justicia se rige por principios constitucionales y procesales 

que deben aplicarse directa e inmediatamente atendiendo el principio de 

supremacía constitucional y otros principios básicos como es el de uniformidad, 

congruencia, racionalidad y proporcionalidad, principios que los órganos judiciales 

no los aplican, haciendo tabla rasa de la constitución, la ley y los convenios 

internacionales de derechos humanos. 

En el caso que me asiste es evidente que la falta de congruencia, uniformidad 

y racionalidad se evidencia desde el primer filtro constitucional de flagrancia en que 

el juez de primer nivel califico el hecho delictuoso como homicidio, figura jurídica 

que fue cambiada en la etapa intermedia por el injusto penal de homicidio en riña, 

para posteriormente en el juicio de reproche de responsabilidad en el tribunal penal 

dictar el fallo de homicidio simple con la que se sentencia a Mariela Jiménez Calle 

a 10 años de privación de la libertad.  
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Esta clase de fallos se dan permanentemente en los procesos penales en el 

ecuador, donde los jueces están diseñados para sentenciar condenatoriamente 

irrespetando incluso el principio de inocencia y el derecho a la libertad, considerando 

para este efecto el delito cometido pero sin valorar ni apreciar la prueba en su 

conjunto, violentándose así mismo los principios de objetividad e igualdad ante la 

ley, ocasionando injusticias en los fallos. 

Es preciso que los operadores de justicia cumplan con su función, esto es la 

fiscalía como garantista de la legalidad y constitucionalidad de la investigación; y, 

los jueces como garantista del debido proceso en aplicación al sistema de control 

de legalidad que está envestido, cuando cumplan a cabalidad esta función 

podremos tener una justicia eficaz y completa. 
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CAPÍTULO IV 

4. PROPUESTA 

4.1. ANTECEDENTE DE LA PROPUESTA  

Como se ha manifestado en el planteamiento del problema en el tema 

desarrollado, la Legitima Defensa personal como excluyente de la antijuridicidad, es 

una figura jurídica que se presenta como un fenómeno Social, específicamente en 

las conductas antijurídicas de Violencia de Genero y Femicidio, expandiéndose 

dentro de una Cultura Machista y de dominio físico, cuyo resultante ha sido la 

Violación a Derechos Tutelados en la Constitución y la Ley y porque no decirlo en 

los Convenios Internacionales aceptados por el Ecuador, como es el Derecho a la 

Vida, Integridad física, Integridad Sexual y Psicológica cuya tipicidad está dada por 

los Delitos de HOMICIDIO, FEMICIDIO, SICARIATO, LESIONES, AGRESIONES 

PSICOLOGICAS, AGRESIONES SEXUALES, ETC actos típicos y antijurídicos 

enmarcados dentro del Código Integral Penal conforme lo establece el art. 18 y 25. 

En este parámetro el Tema desarrollado, se sustenta específicamente en el 

Delito de HOMICIDIO, figura típica y antijuridicidad establecida en el art. 144 del 

Código Integral Penal, básicamente en un proceso penal, en cuyas etapas 

procesales se Violentó los Principios de Congruencia, Uniformidad, racionalidad, 

proporcionalidad, Seguridad Jurídica, así como los Principios de Inocencia y 

Derecho a la Libertad.  

No obstante que la Teoría del Caso por parte de la defensa de los procesados 

siempre se mantuvo en que si bien es cierto el hecho material de la Infracción se 

comprobó conforme a Derecho, este fue consecuencia de una acción y reacción 
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espontánea en Legítima defensa personal por la persona que en primer momento 

estaba siendo agraviada y violentada sus derecho a la Integridad Física y 

Psicológica, así como estaba en riesgo su vida y la de 2 menores de edad, dio como 

resultante que el acto antijurídico se desplace a la víctima con la variable de que 

este acto antijurídico se justificaba por una LEGITIMA DEFENSA PERSONAL 

conforme lo establece el art.33 del Código Integral Penal. 

Los Arts. 82 y 84 de la Constitución de la Republica consagra el Derecho a la 

Seguridad Jurídica como al Debido proceso, indicando que: “EL DEBIDO 

PROCESO ES EL RECONOCIMIENTO A LA DIGNIDAD HUMANA, Y QUE EL 

DERECHO A LA SEGURIDAD JURIDICA SE FUNDAMENTA EN EL RESPETO A 

LA CONSTITUCION Y EN LA EXISTENCIA DE NORMAS JURIDICAS PREVIAS, 

CLARAS, PUBLICAS Y APLICADAS POR LAS AUTORIDADES COMPETENTES”. 

Dentro de este contexto Constitucional, el planteamiento del problema dentro 

del tema desarrollado, hace imperioso que se hagan Reformas a la Ley en cuanto 

Tipificar o describir el injusto penal lo más certeramente al inicio de todo proceso 

penal, a fin de que no se Violente el Derecho a la Libertad y el Principio de Inocencia, 

tal como ha sucedido en la Sentencia analizada y propuesta en el desarrollo del 

tema y que debe servir como sustento para que la Administración de Justicia 

aplicando el Sistema de Control de Legalidad, envíen a la Corte Nacional la 

Consulta del Tema en cuanto a la Legitima Defensa Personal en el delito de 

Homicidio. 

Como se manifestó en el planteamiento del problema, la necesidad de 

establecer la Metodología y puntos estratégicos para poder aplicar la Teoría 

positivista que la recoge nuestra dogmática penal en la Teoría de la Imputación 
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Objetiva Penalmente Relevante y aplicar así correctamente lo estatuido en los arts. 

22, 23, 24, 25,29, 30, 31, 32, 33 y 34 del código Integral Penal. 

 

El planteamiento del problema se sustentara en el análisis de un acontecimiento 

delictuoso, suscitado en el mes de Febrero del 2014, en la que se origina la muerte 

de un ciudadano por parte de su conviviente, quien al forcejear con el occiso este 

se dispara accidentalmente y se produce su fallecimiento, por lo que se imputa a la 

Conviviente del occiso y a un familiar de ella que se encontraba en el interior del 

domicilio cuando sucedieron los hechos, es decir se imputo a una persona que no 

tuvo injerencia en el hecho y a la persona que se defendió del ataque de su agresor. 

Debiendo indicar que la actuación de la imputada fue una reacción de legítima 

defensa en virtud que su vida y la de sus hijos menores corrían peligro muerte 

también, por cuanto el occiso se encontraba armado al momento del incidente. 

La noticia Criminis se sustenta en estos hechos en la cual se desarrolla el 

proceso, que como lo manifesté se evidencian incongruencias en cuanto a las 

resoluciones; Es así que en el primer filtro Constitucional de Flagrancia se calificó 

el hecho delictuoso como Homicidio; la fiscalía y el Juez de la Causa en la Etapa 

Intermedia cambian el hecho delictuoso como Homicidio en Riña establecido en 

aquel entonces en el art. 561 del Código Penal Vigente a la fecha, Pero el Tribunal 

Penal a pesar que la fiscalía mantuvo su acusación violenta el principio de 

Congruencia empeorando la situación Jurídica de la procesada MARIELA JIMENEZ 

CALLE a quien la sentencian a 10 años de privación de la libertad por el delito que 

tipifica el art. 144 del Código Integral Penal. 
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Decisión que fue impugnada ante el Superior quienes REVOCAN la sentencia 

Condenatoria manteniendo el Estado de Inocencia de la Procesada por haber 

concluido que existió LEGITIMA DEFENSA PERSONAL lo que la excluía de 

responsabilidad penal confirmando la Teoría de la Defensa de la Procesada. 

Esta Clase de Fallos son permanentes en nuestra Administración de Justicia en 

la que Se vulneran Derechos Fundamentales como es el Principio de Inocencia y 

Derecho a la Libertad, sin que se considere en lo más mínimo el principio de 

Congruencia, racionalidad, proporcionalidad, objetividad y Debida Diligencia. 

Desde este punto de vista es preciso que el sistema judicial esté preparado para 

este tipo de situaciones, que los recoge el art. 33 del Código Integral Penal. Es decir 

que una conducta penalmente relevante que a simple vista puede parecer delictiva, 

pero cumple con los presupuestos básicos de la legítima defensa personal, deviene 

en antijuridicidad y por tanto no es merecedor de una sanción penal, es decir que el 

agresor pasa a ser agredido. 

DENTRO DE ESTE ANALISIS, CONCEPTUAL Y NORMATIVO del art. 33 y 144 

del Código Orgánico Integral Penal, considero necesario plantear en la propuesta 

una Reforma o proyecto de Ley, incluyendo una Disposición que proteja desde un 

primer momento el Derecho a la Libertad y principio de Inocencia, en sustento a los 

principios de Congruencia, racionalidad, proporcionalidad y Seguridad Jurídica. 

4.1.1. Principales problemas en la propuesta 

Los principales problemas de la propuesta está sustentada específicamente en 

la defensa del derecho a la libertad y principio de inocencia que son la columna 

vertebral del debido proceso, y que constituyen bienes jurídicos tutelados, en virtud 
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que la administración de justicia cuando se presenta una conducta penalmente 

relevante que ha vulnerado o lesionado el bien jurídico de la vida, esta no verifica ni 

aplica el derecho en cuanto a la legitima defensa si ha sido consecuencia de la 

antijuridicidad, los órganos judiciales violentando derechos garantizados en la 

constitución como es el derecho a la libertad, aplican medidas restrictivas a la 

misma; y en muchos casos anticipan una sentencia violentando el principio de 

inocencia;. 

Por ejemplo si una persona ha actuado en legítima defensa y ha cometido un 

acto de homicidio, el órgano juridiscente sustenta su decisión principal basado en el 

resultado que tiene a su vista en el presente caso la violación a la vida; y, sin 

considerar defensa o prueba alguna dicta medidas de privación de la libertad, la 

misma que pasa a ser una pena anticipada, ya que tendría que pasar algún tiempo 

para que se establezca procesalmente la figura de la legitima defensa.  

Si bien es cierto que existen medidas alternativas, estas solo son una utopía o 

letra muerta, ya que nuestra constitución como convenios internacionales 

caracteriza a la medida de privación de la libertad como excepcional o de último 

ratio así lo prevé el art. 77 de la Constitución de la República del Ecuador. 

Otro problema en la propuesta es la falta de defensa técnica a favor del 

procesado quien en legítima defensa ha cometido un acto antijurídico, esto se 

evidencia fácilmente en la intervención de la defensoría pública quienes sin una 

preparación técnica jurídica inician una defensa que afecta los derechos del 

procesado, ya que la legitima defensa es un derecho, y contribuyen para que la 

administración de justicia haga prevalecer el poder punitivo del estado sin 

consideración fáctica jurídica alguna, violentando además el derecho a la defensa, 
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principios de contradicción, dispositivo y debida diligencia, en virtud que el proceso 

penal es un encadenamiento de actos procesales que deben iniciarse 

correctamente para que se tome una decisión justa al inicio y final, de esta 

problemática no se escapan los defensores particulares. 

Pero el principal problema en la propuesta de la legitima defensa está en aplicar 

correctamente la dogmática penal actual que ha desarrollado la teoría de la 

imputación objetiva, dejando atrás teorías obsoletas como la teoría causalista y de 

equivalencia de condiciones, por lo que la teoría de la imputación objetiva de la 

conducta penalmente relevante debe estar enmarcada en la llamada teoría de los 

roles o dominio del hecho. 

La teoría de la imputación tiene como finalidad que el acto guarde relación con 

el resultado. Tenemos como ejemplo aquella persona que en defensa de su vida 

repelió el acto criminal cometiendo otro acto antijurídico permitido por la ley, para 

ser explicito aquella persona que ataca a su conviviente con un arma de fuego y 

esta para proteger su vida actúa espontáneamente defendiéndose y forcejeando 

con el agresor, acción que da como resultado que el arma se dispare y el agresor 

pase hacer agredido por la acción accidental. 

La falta de coherencia en la aplicación de la ley por parte de la administración 

de justicia, la falta de una defensa técnica jurídica adecuada, y la ausencia de 

aplicación de la teoría de imputación objetiva, debe ser motivo para que esta trilogía 

de intervenciones se preparen técnica y jurídicamente y así aplicar correctamente 

la ley y la administración de justicia en salvaguarda de derechos y garantías 

constitucionales y procesales donde el bien jurídico protegido guarde relación con 

el sujeto para quien se tutela dicho bien  
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4.2. REFORMA SUGERIDA 

El estado constitucional de derechos y justicia ecuatoriano protege los derechos 

de los justiciables, y de las víctimas. La constitución de la republica del ecuador 

garantiza el derecho a la vida, al debido proceso, a la seguridad jurídica. Por lo que 

el art. 66 N. 1 refiere al derecho a la inviolabilidad de la vida. Así como la expresión 

del principio de inocencia de toda persona conforme lo reconoce el art. 76.2 de la 

constitución de la república; la legalidad estatuida en el numeral 3, según el cual 

nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que al momento de 

cometerse, no este tipificado en la ley como infracción penal. 

CONSIDERANDO: 

Que el art. 425 de la Constitución de la República del Ecuador se recoge el 

orden jerárquico de aplicación de las normas; La Constitución, Los tratados y 

Convenios Internacionales, Las Leyes Orgánicas, las Leyes Ordinarias, etc. 

Que la Constitución diseña y desarrolla un estado de Derechos y Justicia. 

Que es deber del Estado precautelar el ejercicio de los derechos Individuales y 

colectivos garantizados por las normas nacionales y por los acuerdos 

Internacionales vigentes de los que el Ecuador es parte.  

Que El art. 82 de la constitución de la república se fundamenta en el respeto a 

la constitución y en la existencia de normas jurídicas, previas claras, públicas y 

aplicadas por las autoridades competentes. 

Que El art. 22 de nuestra legislación penal señala que son penalmente 

relevantes las acciones u omisiones que ponen en peligro o producen resultados 

lesivos, descriptibles y demostrables…. 
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Que el art. 29 Ibi Dem refiere: para que la conducta penalmente relevante sea 

antijurídica deberá amenazar o lesionar, sin justa causa, un bien jurídico protegido 

por este código. 

Que, El art. 33 del código integral penal refiere a la causa de exclusión de la 

antijuridicidad la legitima defensa señalando: existe legítima defensa cuando la 

persona actúa en defensa de cualquier derecho, propio o ajeno, siempre y cuando 

concurran los siguientes requisitos: 

1.- agresión actual ilegitima. 

2.- necesidad racional de la defensa. 

3.- falta de provocación suficiente por parte de quien actúa en defensa del 

derecho. 

Que los artículos 140, 141, 143 y 144 del código orgánico integral penal tipifican 

el delito de asesinato, Femicidio, Sicariato y homicidio como conductas penalmente 

relevantes que lesionan el bien jurídico a la vida.  

En razón a las disposiciones invocadas Planteo como una reforma al art. 33 del 

código integral penal, agregándose un numeral que diga: 

4to.- Las circunstancias que rodearon el delito, así como la personalidad de la 

persona infractora.  

Para este efecto es preciso que se incorpore un numeral al art. 537, esto es:  

N. 4.- La persona que ha sido procesada por un delito contra la inviolabilidad a 

la vida y en que se ha establecido en los hechos circunstanciales la legitima defensa 

personal. 
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4.3. OBJETIVOS DE LA PROPUESTA  

4.3.1. Objetivo general de la propuesta  

Determinar los aspectos relevantes en la legítima defensa personal dentro de la 

dogmática penal actual establecida en el art. 33 del Código Orgánico Integral Penal. 

4.3.2. Objetivos específicos de la propuesta  

Analizar las normas constitucionales y legales aplicables a la legítima defensa 

con un caso de estudio. 

Describir las principales atenuantes jurídicas necesarias en la legítima defensa 

a implementarse en la legislación ecuatoriana para una correcta interpretación y 

justificación del COIP 

4.4. JUSTIFICACIÓN DE LA PROPUESTA  

La dogmática penal en la teoría de imputación objetiva, desempeña la 

descripción de un sujeto activo en la infracción, manteniendo la estructura de 

arcaico inquisivo, donde se estigmatiza a la persona implicada en la vulneración de 

un bien jurídico dejando a un lado los valores y el análisis de los elementos 

exógenos y endógenos del delito. 

Se establezca la figura de la legitima defensa, en el momento que se aplican 

una serie de diligencias, y al estado poco o nada le importa el derecho a la libertad, 

el principio de inocencia, y las consecuencia de una acción espontanea en defensa 

del derecho. Es por ello la necesidad del sistema judicial para que esté preparado 

para el manejo de situaciones relevante en el art. 33 del COIP. 
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Se requiere un medio de defensa utilizado, siendo proporcional a la intensidad 

y peligrosidad del agresor y, que no haya sido en términos de provocación por parte 

del que se defiende, siendo un requisito imprescindible con el que se evita la 

ilegalidad en la defensa, esto podría desvanecer la acción a la legítima defensa. 

Una conducta penalmente relevante y medible que a simple vista puede parecer 

delictiva, pero cumple con los presupuestos básicos de la legítima defensa, deviene 

en antijuridicidad y por tanto no es merecedor de una sanción penal, es decir que el 

agresor pasa a ser agredido. 

4.5. DESCRIPCIÓN DE LA PROPUESTA  

Una vez realizado el análisis, conceptual y normativo, se considera que debe 

existir una norma o ley en cuanto al hecho que dieron como resultado la vulneración 

a un proceso jurídico, a efectos de no violentarse otros derechos, como a la libertad 

e inocencia, es decir plantear medidas alternativas en los casos de que exista 

legítima defensa, hasta que se concluya la investigación y así establecer con 

certeza, si existió o no el argumento de la legitima defensa, salvaguardando siempre 

el derecho a la libertad y el principio de que toda persona es inocente hasta 

demostrar lo contrario. 

4.5.1. Referente a la Sentencia, solución viable para la justicia. 

Previo al análisis de la sentencia que sirvió de sustento para el presente trabajo 

es preciso referirme a conceptos básicos en cuanto su definición, así pues podemos 

decir que la sentencia es la resolución que toma la jueza o juez competente sobre 
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el análisis valorativo de medios de prueba de cargo y de descargo para poder llegar 

a una decisión dentro de un proceso determinado. 

La decisión de la sentencia para que surta efectos jurídicos es preciso señalar 

que la legislación ecuatoriana debe ofrecer las garantías referentes al debido 

proceso, considerando el principio de motivación consagrado en el art. 76 n. 7 literal 

l en la constitución de la republica que indica: 

La resolución del poder público debe ser motivadas. Se ausenta en el momento 

de que la resolución no se enuncia las normas o principios jurídicos en que se 

fundamenta la pertinencia en los antecedentes del hecho suscitado. Los actos 

administrativos, acciones, fallos o resoluciones que no se encuentren motivados 

deberían de ser nulos.  

Las servidoras o servidores responsables serán sancionados” disposición que 

guarda relación con lo que establece nuestra actual dogmática penal en su art. 621 

que señala en su parte pertinente: “luego de haber pronunciado su decisión en 

forma oral, el tribunal reducirá a escrito la sentencia, la que deberá incluir una 

motivación completa y suficiente….” 

El estudio realizado en la presente propuesta manifiesta que lo expuesto es 

preciso indicar que una sentencia debe de estar estructurada en tres partes 

debidamente investigada; la primera lo que concierne a la parte expositiva, donde 

se hace una relación de todos los hechos acontecidos y de las pruebas 

desarrolladas en el debido proceso, todo frente al tribunal de lo penal; en segundo 

es la parte motivada, cuando la apreciación inductiva de la persona que juzga 

debería de analizar y luego valorar todas las pruebas existentes, utilizando la 

doctrina jurídica y el poder para tomar una decisión lógica jurídica que soporte o 
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sustente el fallo pronunciado, y, por último se refiere a la acción resolutiva, donde el 

tribunal de justicia adecua la conducta del infractor, forjando un grado alto de 

responsabilidad, la pena que corresponde se adecuada de no existir pruebas a 

mantener el estado de inocencia, levantando las medidas cautelares de primera 

instancia. 

4.5.2.  Referente al Derecho comparado 

El derecho comparado nace del estudio de las diversas condiciones jurídicas en 

la legislación de carácter positivo, forja una disciplina auxiliar del derecho para 

reforzar conceptos o soluciones en conflictos, además de optar por cambio medido 

y necesario en la legislación nacional.  

Es el derecho comparado como el principal esquema de guía para todos los 

derechos, se ocupa del derecho extranjero e interviene cuando se concilian 

reflexiones similares referentes a algún problema, destacando aspectos básicos y 

esenciales en las leyes establecidas en el Ecuador que se instituye a partir de la 

comparación, llegando a la solución más apropiada.  

4.5.3. La legítima defensa en Colombia, Panamá, Perú y Venezuela. 

En Colombia la norma de la legitima defensa, es un criterio de racionalidad, y 

no de proporcionalidad, siendo un aspecto en Colombia un tanto ridículo, el hecho 

de que el agresor tiene un cuchillo, me debo de defender con el medio e instrumento 

que tengo, la legitima defensa, en un intercambio de agresión, no se tiene que 

materializarse, debe de existir mínimo un riesgo razonable para repelerla. 
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Por ejemplo una mujer camina por la calle y tiene un permiso para un arma, y 

un grupo de chico quiere violentarla, y la mujer mata a dos, en ese momento existe 

legítima defensa, la circunstancia no permite más que disparar, en el derecho debe 

de haber comportamiento estandarizado y no heroico.  

Otro caso, es que una moto te sigue, te distes cuentas y la moto quiere robar la 

cartera, en ese momento la victima saca un arma, y dispara, no se puede en derecho 

justificar la justicia de propia mano, la regla es defenderse a la medida del peligro, 

ante un proceso jurídico, la regla indica que al momento de sacar el arma el 

delincuente huya, pero el agresor lleva un cuchillo, y la victima saca un arma y 

dispara, esto es legítima defensa. 

La legítima defensa es descrita por el artículo 32 del código penal panameño 

señalando: “no comete delito quien actúa en legítima defensa de su persona, de sus 

derechos o sus bienes, siempre que las circunstancias así lo requieran”. Así mismo 

señala que la defensa es legítima cuando concurran las siguientes condiciones;  

1.- existencia de una agresión injusta, actual o inminente de la que resulte o 

pudiera resultar afectado por el hecho;  

2.- utilización del medio racional para impedir o repeler la agresión; y,  

3.- falta de provocación suficiente por parte de quien se defiende o es defendido. 

El código penal peruano referente a la legitima defensa señala: “está exento de 

responsabilidad penal el que obra en defensa de los bienes jurídicos propios o de 

terceros, siempre que concurran las circunstancias siguientes: 1.- agresión ilegitima, 

2.- necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla, y, 3.- falta de 

provocación suficiente a quien hace la defensa”. 
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El derecho procesal venezolano en su art. 65 establece: “el que obra en 

cumplimiento de un deber o de un ejercicio legítimo de un derecho, autoridad, oficio 

o cargo, in traspasar los límites legales; el que obra en virtud de obediencia legitima 

y debida; el que obra en defensa de propia persona o derecho, siempre que 

concurran las circunstancias siguientes”:  

1.- agresión ilegitima por parte del que resulta ofendido por el hecho;  

2.- necesidad del medio empleado para impedirla o repelerla;  

3.- falta de provocación suficiente de parte del que pretende haber obrado en 

defensa propia; y,  

4.- el que obra constreñido por la necesidad de salvar su persona o la de otro, 

de un peligro inminente, al cual no haya dado voluntariamente causa, y que no 

pueda evitar de otro modo, actúa el legítima defensa. 

La legítima defensa no es más que antigua y la más típica para lo cual se vuelve 

causal ante las justificaciones en donde estas consistan en reaccionar de forma 

necesaria el impedir y repelar cada una de las agresiones y así verse ilegitimas no 

provocadas en la cual este en contra de cualquier personas o cualquier bien jurídico 

donde este propio y ajeno de manera actual o inminentemente amenazado.  

4.5.4.  Referente a la antijuridicidad en el COIP 

Se considera que los bienes jurídicos tutelados deben estar normados en las 

leyes penales a fin de poder establecer sanciones aquellos que violentan o vulneran 

el bien jurídico tutelado por medio de una conducta penalmente relevante, cuyo 

conocimiento de la antijuridicidad está en el sujeto activo de la infracción, por lo 

manifestado es preciso que se considere el principio de seguridad jurídica a efectos 
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de poder aplicar normas que vayan acorde con el bien jurídico puesto en peligro o 

lesionado. 

De lo manifestado se puede afirmar que existe antijuridicidad cuando la 

conducta es penalmente relevante por haber puesto en peligro o generado 

resultados lesivos a un bien jurídico con suficiente significación social, sin que hayan 

concurrido causas de justificación. 

La antijuridicidad la encontramos en dos órdenes de voluntad:  

La del hombre que es normada; y, la del derecho que es normativa. Cuando se 

violenta la voluntad normativa refleja lo que se conoce como antijuridicidad.  

La antijuridicidad la encontramos inmersa en la sección segunda desde los arts 

29 al 33 del COIP, por lo que como causas de exclusión de la antijuridicidad se 

describe la legitima defensa preceptuada en el art. 33 del COIP, disposición que 

caracteriza a esta figura jurídica desde 3 elementos;  

1.- la actual agresión ilegitima; 

2.- necesidad racional de la defensa; y,  

3.- falta de provocación suficiente por parte de quien actúa en defensa del derecho. 

Estos elementos son requisitos imprescindibles e imperativos para establecer 

la legítima defensa, la ausencia de uno de ellos desvanece esta figura jurídica, 

pudiendo ser un medio de atenuación en la aplicación de una sanción. Para el 

estudio de la legitima defensa se ha tratado sobre el derecho comparado en países 

que guardan relación de identidad cultural y social, y en las que se ha existe un 

elemento coinciden tal como es la excluyente de responsabilidad penal cuando 
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se actúa en legítima defensa para proteger un bien jurídico tutelado, por lo que el 

acto típico imputable deja de ser antijurídico.  
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CONCLUSIONES 

Se concluye que las medidas de protección que salvaguarden la Integridad de 

la Victima considerada de atención Prioritaria en el debido proceso se debe 

manifestar excepciones en la legítima defensa en una situación donde no hay 

respaldo jurídico al suponer un fundamento de la defensa particular, concluyendo 

que existe ausencia de la protección del estado en la legítima defensa. 

Es de interés que exista una política estatal que aplique una doctrina penalista 

en la legítima defensa con una doble fundamentación de aspecto individual y sobre 

individual en el derecho, que dé  la protección a un riesgo por una agresión ilegítima, 

forjando una cultura de genero a través de asistencia social, cultural y educativa a 

hogares bajo parámetros de estudios técnicos. 

La legítima defensa en el Ecuador es una acción que impide  que exista una 

conducta antijuridica que supone la ausencia del cumplimiento a lo manifestado por 

el COIP que determine la aplicabilidad o no. Según el caso analizado se concluye 

que el sujeto involucrado no conocía la situación de la defensa, y actúo, sin 

justificación posible en la debida defensa, salvo por el desconocimiento siendo 

causa importante para el debido proceso. 

La antijuridicidad tiene como alcance la puesta en peligro o el resultado lesivo 

de un bien jurídico tutelado o protegido por la constitución y la ley, a través de los 

diversos tipos penales, no hay posibilidad de un delito en ausencia del bien jurídico 

puesto en peligro o lesionado, pues sería inconstitucional e ilegal sancionar 

penalmente a alguien prohibiendo conductas que cause daño a ningún bien jurídico. 
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RECOMENDACIONES 

Un factor común en los elementos que constituyen la legitima defensa, es 

evidente el derecho comparado que ha sido aplicado en forma uniforme en 

legislaciones que guardan relación a la identidad cultural, siendo de doble utilidad y 

un auxiliar del derecho que busca cambio. 

La legítima defensa es un valor para la sanción y se  recomienda que se tome 

el derecho extranjero o de otro país para las decisiones del derecho comparado, 

siendo útil en una sanción.  

El derecho comparado debe de ser en nuestra legislación la mejor forma de 

buscar soluciones a vacíos legales existente y que conllevan a una decisión no 

adecuado al momento de dar sentencia, recomendando que el derecho comparado 

sea un eje principal de guía, incluyendo el derecho extranjero al existir referentes 

similares y aplicarla en las leyes ecuatorianas a partir de la comparación y así 

alcanzar solución a inconvenientes suscitados. 

Una sentencia debe de estar estructurada por la parte expositiva en el debido 

proceso en el área del tribunal, luego analizar la apreciación inductiva de la persona 

para luego valorar las pruebas y, por último la acción resolutiva, donde se adecue 

la conducta del infractor. Así se podría de no existir pruebas ejercer la inocencia del 

involucrado, levantando las medidas cautelares.  
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